Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 15 minutos) 


-La Comisión de Constitución y Legislación tiene el agrado de recibir al señor Intendente del 
Departamento de Maldonado, señor Oscar de los Santos, y a su equipo de asesores, con el fin de 
analizar la interposición del recurso de Juicio Político realizado por un tercio de los Ediles de la Junta 
Departamental de ese departamento por las razones que ya les fueran oportunamente comunicadas a 
través de la Secretaría. De modo que, sin más trámite, vamos a dar comienzo a la sesión, no sin antes 
informar que en la mañana de hoy estuvo presente el grupo de Ediles, a los que pronto se hará llegar 
la versión taquigráfica a los efectos de que puedan constatar si desean hacer algún agregado verbal o 
escrito. Lo importante para esta Comisión es que el tema sea dilucidado en profundidad lo más pronto 
posible y de manera transparente. Insisto, en la mañana de hoy escuchamos a los señores Ediles 
denunciantes y ahora haremos lo propio con el señor Intendente y sus asesores. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Antes de ceder el uso de la palabra a los compañeros del resto del 
equipo, deseo manifestar que el estudio de cada uno de los temas que con la votación de quince Ediles 
se presentó ante el Senado para llevar adelante este juicio político y que será objeto de análisis jurídico 
con respecto al cumplimiento de la ley, la Constitución y los decretos departamentales en el marco de 
la legítima defensa en este Derecho, será entregado formalmente para que conduzca al conjunto de 
Senadoras y Senadores integrantes de esta Comisión a la toma de una decisión. 


Sólo como elemento introductorio, deseo puntualizar que cuando asumimos el Gobierno, en 
julio de 2005, la situación que encontramos en el departamento de Maldonado fue compleja de 
abordar. Según estudios realizados por el propio Tribunal de Cuentas de la República, existía un 
escenario en términos financieros con un déficit acumulado de US$ 29:000.000. Debíamos 
encarar una serie de programas que había votado la gente, que implicaban llevar adelante algunas 
acciones legales. Me refiero, por ejemplo, a las demandas de los trabajadores municipales frente a la 
Suprema Corte de Justicia por un acto de inconstitucionalidad de rebaja salarial, que nos exigía 
solicitar en muy pocos días una línea de crédito para pagar los salarios de fines del mes de julio, ya 
que no había efectivo en Caja. El abordaje de esta rebaja salarial tuvo un serio impacto en arcas que 
no tenían recursos, a lo que debemos sumar acreedores que legítimamente querían cobrar una serie 
de aportes por servicios prestados a la Intendencia Municipal de Maldonado. 


También nos encontramos con una situación en la cual empresas tercerizadas que prestaban 
servicios de limpieza manual, barrido y mantenimiento de espacios verdes, se encontraban ocupadas 
porque los trabajadores no percibían sus salarios y no se hacían los aportes al BPS. Esta situación 
también se dio en una serie de espacios públicos y en la parte de mantenimiento por un período de 
aproximadamente un mes. 


Asimismo, había obras que estaban en marcha sin financiación. Para citar un ejemplo, una 
de las obras con las que nos encontramos fue la de la plaza principal de Maldonado y una peatonal 
cuya estructura se había levantado totalmente y había quedado en un estado de desarme total y con 
empresas ya adjudicadas. No sólo tuvimos que hacer frente al pago de salarios, sino también a la 
ejecución de una serie de obras que comenzaron a último momento en el año 2005, antes del proceso 
electoral. 


En agosto, a poco más de un mes de asumir el Gobierno, en medio de la preparación de la 
primera temporada -que anunciaba momentos de conflictos y tensiones entre nuestro país y la 
hermana República Argentina- tuvimos que afrontar un temporal devastador por el cual se perdieron 
vidas y hubo también pérdidas materiales, lo que terminó agregándonos problemas que no estaban 
planteados en los programas de ningún Partido. La resolución de los problemas materiales nos obligó a 
agendar una serie de emergencias que se vieron agravadas por el estado de la obra vial -agotada su 
vida útil o mal ejecutada- lo cual significó que tuviéramos que redoblar esfuerzos y utilizar al máximo, 
en el marco de la Constitución y de la ley, todos los resortes para dar respuesta a los reclamos de la 
gente, preparar el departamento para la temporada y tratar de que esos primeros cien días de 
Gobierno estuvieran pautados por decisiones que estaban en nuestras manos y que constituían una 


responsabilidad intransferible. En ese escenario se toman una serie de decisiones políticas que los 
compañeros que me acompañan trasmitirán desde el punto de vista conceptual y jurídico. 


Si me lo permite el señor Presidente, me gustaría que la doctora Salazar, Directora Jurídica 
de la Intendencia de Maldonado, comience con el proceso en el cual participarán el resto de los 
integrantes del equipo que me acompaña. 


SEÑORA SALAZAR.- Soy la Directora General Jurídico-Notarial de la Intendencia Municipal de 
Maldonado y me acompañan, junto a otros asesores, la doctora Laura Doglio, Asesora Letrada, y el 
doctor Horacio Bolani, Subdirector de la Dirección General Jurídico Notarial. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, podemos comenzar a desarrollar cada uno de 
los puntos que se han planteado. Para ello, si el señor Presidente me lo permite, le cedería el uso de la 
palabra a la doctora Doglio. 


SEÑORA DOGLIO.- En primer lugar, informo a los señores miembros de la Comisión que soy la 
Asesora Letrada, Grado 10C, de la Intendencia Municipal de Maldonado. 


El primer tema tiene que ver con el ajuste salarial de los funcionarios de la Intendencia y 
correspondería comenzar con un encuadre jurídico que de algún modo va a explicar cuál es la 
situación jurídica a partir de la opinión del Municipio de Maldonado. La Resolución Municipal N* 319, de 
19 de enero de 2006 de dicha Intendencia, otorgó a los funcionarios un ajuste salarial del 2,7% a partir 
de enero de dicho año. Al respecto, regía el Decreto N* 3.764, que en su artículo 22 -que a la postre 
fue declarado inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia- establecía que a partir de su 
promulgación, los ajustes salariales se realizarían en las mismas oportunidades y condiciones que para 
los funcionarios de la Administración Central, Ley N* 16.903. En virtud de lo que establecía ese artículo 
22 del Decreto N* 3.764 de la Junta Departamental de Maldonado que la Intendencia cumplió, 
correspondía que a partir de enero de 2006 la Administración Municipal ajustara los salarios de sus 
funcionarios, siguiendo lo establecido en el decreto del Poder Ejecutivo de 16 de enero de ese mismo 
año 2006. A partir de estos hechos, algunos funcionarios estimaron que correspondía un aumento del 
7,2% y no del 2,7% como lo estableció la Resolución Municipal N* 319 de 2006, por entender que la 
remisión era a los porcentajes contenidos en los artículos 1? y 2% del Decreto del Poder Ejecutivo. La 
Administración Municipal entendió que, en tanto la remisión era a los ajustes y este concepto estaba 
previsto exclusivamente en el artículo 1% del Decreto del Poder Ejecutivo, correspondía únicamente por 
concepto de ajuste el porcentaje contenido en ese artículo 1%, que es el 2,7% que efectivamente se 
otorgó por la referida resolución. Surge del decreto del Poder Ejecutivo la distinción por parte del 
Ejecutivo Nacional de dos conceptos claramente diferenciados: por un lado, el ajuste salarial referido 
directamente al IPC -el decreto dice “adecuación”- y, por otro, la recuperación o recomposición salarial. 
El ajuste viene a compensar la pérdida del valor de la moneda y a mantener el poder de compra del 
salario, amortizando la inflación y enervando la pérdida de poder de compra del salario determinada 
por el alza de los índices de precios. La recuperación, en cambio, es un concepto diferente, pues es un 
aumento real del salario, una suba del mismo, una mejora sustancial que no tiende a mantener el valor 
de compra del salario sino a aumentar el poder adquisitivo del funcionario. Para fijar el ajuste, es 
menester considerar los Índices de Precios al Consumo y en cuánto se ha depreciado la moneda. En 
cambio, para definir la recuperación median criterios de política salarial. En el caso del decreto, dichos 
criterios son del Poder Ejecutivo e, independientemente del impacto general que tiene el IPC en los 
salarios, consideran otras circunstancias, como las situaciones particulares de distintos funcionarios. La 
referida distinción conceptual surge naturalmente de los Considerandos del decreto del Poder Ejecutivo 
y se traduce igual y concordantemente en los artículos 1? y 2* de la parte dispositiva de este decreto. El 
Considerando 1 habla de política salarial del Poder Ejecutivo y, según ese lineamiento, se prevé un 
incremento total del 7,2% de los salarios. Según el considerando 2, dicho porcentaje comprende la 
adecuación de las remuneraciones sobre la base de la variación en el Índice General de Precios al 
Consumo, y según el numeral 3, dicho porcentaje -estamos hablando del 7,2%- también incluye un 
incremento por concepto de recuperación salarial, según previsiones contenidas en la Ley de 
Presupuesto 2005 - 2009 N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, contemplando las diferentes 
soluciones contenidas en dicha normativa presupuestal. Se trata entonces de dos conceptos diferentes 
y el decreto del Poder Ejecutivo quiso diferenciarlos en forma expresa porque, en caso contrario, se 
habría incluido en un único ítem, con un único porcentaje. Obviamente, cuando se establece un 2,7% 
por un lado y un 4,4% por otro, tal distinción obedece a una discriminación de conceptos diferentes. 
Además de distinguirlos, surge del propio decreto que ambos conceptos no necesariamente van de la 


mano, siendo el primero extensivo a todos los funcionarios a los que alcance el decreto y existiendo, en 
cambio, particularismos en la aplicación del segundo en base a situaciones diferenciadas 
preexistentes. Esto consta claramente en el inciso segundo del artículo 2% del Decreto del Poder 
Ejecutivo. A partir de estas premisas que surgen naturalmente del Decreto del Poder Ejecutivo, la 
Intendencia entiende que la remisión que hace la legislación departamental a los ajustes del Poder 
Ejecutivo se refiere sólo y exclusivamente a los ajustes de salario otorgados en virtud del artículo 1* del 
Decreto, concepto que, como se dijo, está ligado al IPC, y en cuya base hay una necesidad común con 
todos los casos de funcionarios públicos de amortizar los salarios de los distintos funcionarios. 


La legislación departamental también ha distinguido los conceptos de reajuste y 
recomposición. El Decreto N* 3.779, del año 2003, dispone una recomposición salarial en cuatro 
etapas, incluyendo al final la siguiente precisión: “Todo ello sin perjuicio de los aumentos que 
correspondiere de acuerdo a lo establecido por el artículo 22 del Decreto N* 3.764”. Por lo tanto, a 
partir del año 2003 y con independencia de las pautas y caminos seguidos por el Poder Ejecutivo, han 
existido distintas normas que prevén recuperación salarial para los funcionarios del Municipio de 
Maldonado, contenidas en disposiciones presupuestales con financiación y previsión presupuestal. 


El Decreto N* 3.810 del Presupuesto Departamental -correspondiente al período 2006-2010- 
prevé una recuperación salarial de 1,5% el 1* de julio de 2006 y el 1* de julio de 2007. O sea que se 
previó una recuperación salarial en distintas oportunidades, coexistiendo y en paralelo con el ajuste por 
IPC. 


Además, como política salarial del Gobierno Departamental, en el mismo artículo 93 de la 
norma se crea la compensación especial por temporada, como partida anual de $ 3.000 a valores del 
año 2006, que se ajustará por IPC, a abonar en enero a partir del año 2008. 


La última modificación presupuestal, que es el Decreto N* 3.843, del año 2008, otorga un 
aumento de 5% a partir de julio de 2008 y otro 5% a partir de julio de 2009. 


Todas estas normas departamentales otorgan aumentos tendientes a la recuperación o 
recomposición salarial por encima de los parámetros del Poder Ejecutivo y cuentan con expresa 
previsión presupuestal del gasto de que se trata; previsión presupuestal que no existe para el 4,4% que 
se pretende de diferencia. 


Según el numeral 3% de los Considerandos del Decreto del Poder Ejecutivo, el porcentaje del 
7,2% además del reajuste del 2,7%, también incluye un incremento por concepto de recuperación 
salarial, según previsiones contenidas en la Ley de Presupuesto N* 17.930, período 2005-2009, de 19 
de diciembre de 2005, contemplando las diferentes soluciones contenidas en dicha normativa 
presupuestal. O sea que en este segundo caso del 4,4%, la financiación de ese porcentaje surge de la 
Ley Nacional de Presupuesto, la que obviamente ninguna previsión contiene -ni podría contener 
tampoco- sobre partidas presupuestales destinadas a incrementos o aumentos para funcionarios 
públicos de los Gobiernos Departamentales. Esto, acorde con la autonomía municipal y con las normas 
de orden constitucional que pautan cómo se elabora el presupuesto de los Gobiernos Departamentales 
y lo que el mismo contiene. 


Por todo lo expuesto, se ha seguido lo nacional en el tema ajuste nacional y se ha 
implementado una solución propia en materia de recuperación salarial. 


Por lo tanto, la Resolución N* 319, del año 2006 -que constituye el centro del agravio de la 
contraparte- a nuestro juicio muestra una total compatibilidad con la normativa departamental y también 
con lo resuelto por el Poder Ejecutivo en el Decreto mencionado. 


SEÑORA SALAZAR.- A modo de síntesis, entendemos que en el Período 2000-2005 hubo una política 
salarial que, a través del Decreto N* 3.764/02, suspendió la generación y la percepción de la prima por 
antigúedad, derogó el pago de la prima por temporada y estableció una nueva tabla de sueldos para 
todos los escalafones, que significó una rebaja salarial que se ubicó entre el 10% y el 12%. 


A partir del año 2005 -y hasta el presente- se estableció una norma de ajuste al 1” de enero y 
al 1* de julio de cada año, por el 100% del IPC, adicionándosele en cada período un 1,5% para que 
haya un real aumento salarial. Asimismo, se creó la compensación especial por temporada para todos 
los funcionarios, presupuestados y contratados, se inició un proceso de recuperación de salarios del 
3% y se otorgó un incremento diferencial en más para los docentes en todas las categorías. 


Si bien en las demandas que se presentaron se dice que se violó la igualdad ante las cargas 
públicas, que existió un enriquecimiento de la Administración y que hubo una desviación de poder, 
estas expresiones fueron vertidas en demandas llevadas a cabo por ex Directores Generales de la 
anterior Administración, concretamente, el Director de Higiene, señor Curbelo, y los Directores Isidro y 
Sergio Servetto -uno de ellos actual Edil por el Partido Nacional en la Junta Departamental de 
Maldonado- quienes iniciaron juicios a esta Administración por la rebaja salarial efectuada por el 
Gobierno que ellos mismos integraron. La demanda impulsada por los señores Isidro y Sergio Servetto 
obtuvo sentencia favorable a la Administración, pero como ellos mismos indicaban en su demanda, 
nosotros creemos que la política salarial del anterior Período significó violación de la igualdad de las 
cargas públicas, desviación de poder y abuso. 


Para la consideración del siguiente tema, que es el de la supuesta violación del principio de 
igualdad y la gratificación, pediría que se le diera la palabra a la doctora Doglio. 


SEÑORA DOGLIO..- El presupuesto quinquenal del Período municipal anterior, 2001-2005, dispuso que 
los funcionarios de la Intendencia Municipal, durante la vigencia de ese presupuesto, ajustarían 
semestralmente sus retribuciones nominales de naturaleza salarial en las fechas 1% de mayo y 1* de 
noviembre. Además, estableció que los ajustes se realizarían por el 100% de la variación del IPC del 
semestre anterior. Esto se encuentra contemplado en el artículo 39 del Decreto N* 3.745, de 4 de abril 
de 2001. 


Posteriormente, el 28 de mayo de 2002, se aprobó una nueva norma que dispuso una 
disminución en el monto de los salarios -artículos 12, 13 y 22 del Decreto N* 3.764, que ya 
mencionamos- la que empezó a regir en el mes de agosto de ese mismo año. 


Estas disposiciones, que implicaron una detracción al salario de los funcionarios municipales, 
fueron objeto de una acción de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia por parte de un 
alto porcentaje de ellos, a fin de que se les restituyera el anterior salario, con la correspondiente 
retroactividad. 


Al asumir la actual Administración Municipal, como forma de compensar los perjuicios 
económicos sufridos por los funcionarios a partir de agosto de 2002 -fecha en la que empezó a regir la 
rebaja salarial- dispuso el pago de una gratificación compensatoria de esa rebaja. Esto fue así por la 
Resolución Municipal N* 5.167/2005, de 23 de diciembre de 2005. 


Dada la finalidad de esa norma -esto es, la de poner fin al perjuicio sufrido o compensar de 
un modo tarifado la detracción padecida- los funcionarios que quisieran acogerse a esa gratificación a 
modo de contrapartida, tenían la obligación de desistir de la acción de inconstitucionalidad en caso de 
que la hubiesen promovido. En mérito a tales consideraciones, dicha gratificación se abonó a aquellos 
funcionarios que no habían iniciado acción alguna y se comprometían a no hacerlo, aceptando esa 
forma de compensación de los perjuicios sufridos, así como a aquellos que desistieron expresamente 
de la acción de inconstitucionalidad que habían iniciado, optando por la gratificación creada por la 
Resolución N* 5.167/2005 como única compensación de esos perjuicios. Quienes no se acogieran a la 
Resolución y a la gratificación por ella creada, tenían la total libertad de seguir el juicio de 
inconstitucionalidad, tal como hicieron muchos, que finalmente obtuvieron una sentencia favorable. 


Algunos trabajadores se agraviaron con la Resolución Municipal referida, la N” 5.167, por 
cuanto condicionaba el pago de la compensación que se creaba al desistimiento de la acción de 
inconstitucionalidad, pretendiendo cobrarla y seguir el juicio, a cuyos efectos promovieron una 
demanda judicial para el cobro de esa gratificación. A juicio de la Intendencia, correspondía rechazar 
de plano esa demanda, pues la situación era diferente. 


La Resolución N* 5.167/2005 creó una gratificación a modo de compensación por los 
perjuicios sufridos por los funcionarios municipales a partir de agosto de 2002, y en términos generales 
representaba una suma aproximada a la rebaja salarial. Los accionantes en este otro juicio pretendían 
el cobro de esa compensación, además de continuar la acción de inconstitucionalidad ya promovida, 
cuyo objeto era el reintegro de la rebaja salarial que, como también dijimos, finalmente salió favorable a 
los funcionarios, declarándose inconstitucional la rebaja salarial del anterior período de Gobierno. 


De prosperar la pretensión de esos muy poquitos funcionarios que querían cobrar las dos 
cosas, los accionantes obtendrían un doble pago motivado por un solo hecho. O sea: si hubieran 
obtenido sentencia favorable en este caso unida a la sentencia favorable de la acción de 
inconstitucionalidad que finalmente recayó, la Intendencia habría tenido que abonar dos veces la suma 
correspondiente. De ese modo, se estarían beneficiando con una gratificación cuya finalidad fue, 
justamente, compensarles por esa pérdida salarial que, a su vez, obtuvieron por la vía judicial una vez 
lograda la sentencia de inconstitucionalidad. Es decir que de acuerdo con la pretensión de los actores 
de ese juicio, un mismo hecho les estaría generando una doble compensación. 


En la Resolución a la que nos referimos se parte del reconocimiento de perjuicios económicos 
a todos los funcionarios del municipio, hayan o no reclamado; consiguientemente, no se supeditó el 
cobro de la gratificación a la existencia del reclamo judicial, lo que sí habría sido incoherente con los 
motivos y habría implicado, como es obvio, la violación del principio de igualdad. 


Este tema, en Primera Instancia, tuvo una sentencia favorable a la pretensión de la 
Intendencia, fue apelada y ahora está en curso el proceso en Segunda Instancia. En concreto, esa 
sentencia de Primera Instancia dispuso que no existía violación al principio de igualdad, ya que al no 
estar en igual situación los funcionarios que decidieron seguir con el juicio y los que se acogieron a 
esta gratificación, era ajustado a Derecho que se tratara a unos y otros de manera diferente. 


Muchas gracias. 


SEÑORA SALAZAR.- Sobre este tema me parece importante recalcar que el 97% de los funcionarios 
municipales aceptaron esta gratificación y que incluso la aceptaron muchos cargos de Dirección de la 
anterior Administración, que también fueron y la cobraron. 


En cuanto a la violación o no del principio de igualdad, me importa poner en su conocimiento 
que desde que ingresó esta Administración no se contrató ningún funcionario en cargos jerárquicos, 
violentando la carrera administrativa, sino que los cargos jerárquicos fueron todos en el Escalafón *C”, 
de confianza. Todos los ingresos se realizaron por sorteo o por concurso. A su vez, se han realizado ya 
dos evaluaciones de desempeño y está a punto de realizarse la tercera. Se ha iniciado un proceso de 
recomposición de la carrera funcional; después de trece años se han producido los primeros ascensos 
presupuestales. Se realizaron, por primera vez en la historia, cursos de capacitación para todo el 
personal administrativo e inspectivo. Por otra parte, después de quince años de democracia se logró 
actualizar el Estatuto del Funcionario, con la participación y el acuerdo de ADEOM. En este sentido, 
voy a contarles una anécdota que me parece importante: sacamos del Estatuto del Funcionario la frase 
“1975 Año de la Orientalidad”, que estaba todavía presente. Se logró plasmar un reclamo histórico de 
los trabajadores en la Comisión de Higiene y Salud Laboral: la actualización del Reglamento de 
Licencias para contemplar la diversidad sexual y las licencias especiales para análisis de mamas y 
Papanicolau, partos múltiples, adopción, amamantamiento, etcétera. Se elaboró un Manual de 
Descripción de Tareas en base a la Carta Iberoamericana de la Función Pública. Se invirtió para 
transparentar la función pública y actualmente está instalado el expediente electrónico en la página 
Web de la Intendencia. Además, en el día de hoy me acaban de informar que ya se puso en 
funcionamiento un sistema por el cual la información sobre el estado en que está cada uno de los 
expedientes municipales le llega directamente al gestor en su teléfono o en una dirección de correo 
electrónico, lo que hace que sea absolutamente transparente. Finalmente, quiero destacar que en la 
última adecuación presupuestal se incluyeron instrumentos como la productividad y la prima por buen 
desempeño, y además se estableció por decreto departamental una mesa de negociación colectiva, de 
tal manera que esta herramienta para mejorar las condiciones de los trabajadores pueda permanecer. 


Vamos, entonces, a pasar al siguiente punto, que es el encuadre jurídico de los convenios de 
patrocinio. A tales efectos voy a ceder la palabra al Director doctor Horacio Bolani. 


SEÑOR BOLANI.- Los convenios de patrocinio están establecidos en el Decreto Departamental N* 
3.695 de 1995, que se encuentra plenamente vigente y que en su artículo 50 establece: “Facúltese a la 
Intendencia Municipal a celebrar convenios de patrocinio con entidades privadas. Mediante los mismos 
dichas entidades tomarán a su cargo la construcción, refacción y/o mantenimiento de obras y/o 
espacios públicos a cambio de establecer publicidad en los mismos o alguna actividad propia de su 
giro. Las actividades publicitarias o comerciales que se realicen en dichos espacios bajo este régimen, 
estarán exoneradas de los respectivos tributos municipales, sin perjuicio de su adecuación a las 
ordenanzas respectivas. Esta norma encuadra dentro de los llamados contratos de cambio y 
particularmente dentro de la modalidad de aquellos en los cuales no se derivan egresos ni ingresos 
para la Administración, tratándose entonces de un contrato neutro, resultado de una permuta de 
prestaciones no dinerarias. Es por ello que se ha afirmado que, en el caso que nos ocupa, no resultaba 
de aplicación el artículo 33 del TOCAF. Sin perjuicio de que puede resultar ocioso consignarlo debe 
establecerse que los decretos departamentales, mediante su procedimiento sancionatorio, con la 
intervención de la Junta Departamental y del Ejecutivo Departamental, son actos legislativos dentro de 
su Jurisdicción, es decir, las normas de mayor jerarquía se dictan como actos complejos en el ámbito 
departamental con la intervención de los dos órganos constitucionalmente habilitados: Legislativo 
Departamental e Intendente Municipal como Ejecutivo. Esto está consignado en los artículos 273, 274 
y concordantes y 277 de la Constitución de la República”. 


La Intendencia, en este caso, claramente opta por un convenio de patrocinio y no tenía, por 
lo tanto, que recurrir a la licitación pública. Como puede verse en una interpretación, que por otra parte 
ha sido inveteradamente sostenida por el Municipio de Maldonado en distintas Administraciones, la 
forma contractual a la que se ha calificado como convenio de patrocinio tiene una característica 
esencial: no exige ningún tipo de egreso por parte de la hacienda municipal. Esta modalidad 
contractual, prevista legislativamente en el ámbito departamental, es un contrato de cambio, y dentro 
de estos tiene la particularidad de que no se derivan ni egresos ni ingresos para la Administración. En 
consecuencia, se trata de una figura neutra de la que no se deriva ningún tipo de beneficio que no sea 
el resultado de una permuta de prestaciones no dineraria entre las partes contratantes. Como puede 
verse -y se desprende sin ningún tipo de dudas de lo que viene de exponerse- al no ser exigible ni 
derivar del contrato ningún tipo de erogación por parte de la Administración, así como tampoco 
ingresos o recursos, no resultan aplicables las disposiciones del TOCAF que establecen la exigencia 
de la licitación pública cuando hay deudas o crédito del Estado. 


Concluyendo, de la simple lectura de la disposición normativa citada, surge que: a) la forma 
contractual del contrato de patrocinio como contrato de cambio de carácter neutro no exige ningún 
egreso económico por parte del Municipio; b) es la empresa privada que contrata con este, quien toma 
a su cargo una actividad cuya modalidad está referida en la propia norma; c) los gastos de la actividad 
que se despliegue corren por cuenta de la empresa privada que asume toda la responsabilidad al 
respecto sin ningún aporte por parte de la Administración Municipal; d) no existe tampoco ningún 
ingreso económico a favor del Municipio, en la medida que la empresa particular no debe abonar 
ninguna prestación dineraria por la realización de la actividad convenida; e) quien interviene a nivel 
empresarial privado en esta modalidad contractual, sólo percibirá a cambio, ingresos por las 
actividades propias de su giro; f) el artículo mencionado establece un poder claramente decisorio de la 
Administración Municipal en cuanto a la celebración de los convenios de patrocinio, en la medida que 
su texto expresa: “Facúltese a la Intendencia Municipal a celebrar convenios de patrocinio con 
entidades privadas...”. 


La actividad administrativa que generalmente ha desplegado el Municipio de Maldonado en 
relación al convenio de patrocinio, en forma tradicional, consecuente, inveterada, desde la sanción del 
Decreto N* 3.695 de 1995, tuvo lugar en varias oportunidades con empresas privadas; a modo de 
ejemplo, se dictó la Resolución N* 4.585/2001 que autorizó la celebración de convenios de patrocinio 
con Hikone S.A. y El Hornero Limitada. 


Debe destacarse que en este caso, como en otros que se citarán, no existió ningún tipo de 
observación por parte del Tribunal de Cuentas ni por su contadora delegada permanente en el 
Organismo, a pesar de que en alguno de ellos ni siquiera se llegó a suscribir el contrato respectivo y se 
ejecutó de hecho solamente a través de la resolución. 


Cabe consignar algunos casos de convenios de patrocinio celebrados por anteriores 
administraciones municipales, a saber: a) convenios de patrocinio con el señor Alberto Rodríguez 


Santos; b) convenio de patrocinio con el señor Ruben Delgado Medina referido a Limpieza de Espacios 
Públicos, Expediente N* 1.736/1/95; c) convenio de patrocinio con la empresa URAGUA, 
copatrocinador de la corrida Doble San Antonio; d) convenio de patrocinio con la empresa Lowe Ginco 
Chilon S.A. en representación de ANTEL, copatrocinador de la Corrida de San Fernando, Expediente 
N* 5.008/04; e) convenio de patrocinio con Paisaje Urbano $. A., copatrocinador de la Corrida de San 
Fernando, Expediente N* 5.008/04; f) convenio de patrocinio con la señora Cristina Hilda Torné Suárez 
para la explotación del Parque y Parador de las Grutas de Salamanca, Expediente N* 7.523/2/05; g) 
convenio de patrocinio con la empresa PERSEY Ltda., referido al mantenimiento y explotación del 
Parque La Loma, Expediente N* 4.599/96 y 4.599/1/96; h) convenio de patrocinio con ABN AMRO 
Bank, copatrocinador de la Corrida de San Fernando; i) convenio de patrocinio con Agencia Central, 
copatrocinador de la Corrida de San Fernando, Expediente N* 5.008/04; j) convenio de patrocinio con 
Montevideo Refrescos S. A., copatrocinador de la Corrida de San Fernando, Expediente N* 5.008/04; 
k) convenio de patrocinio con Sudy Lever $. A., copatrocinador de la Corrida de San Fernando, en el 
mismo expediente; |) convenio de patrocinio con Supermercado Disco del Uruguay, copatrocinador de 
la Corrida de San Fernando; ll) convenio de patrocinio con la empresa Devoto Hnos. S.A., 
copatrocinador de la Corrida de San Fernando; m) convenio de patrocinio con AMECOM S. A,, 
copatrocinador de la Corrida de San Fernando; n) convenio de patrocinio con Axis SRL, con el objeto 
de construir y explotar comercialmente un parador permanente en Playa Bikini y otro desmontable en 
Playa Montoya, Expediente N* 5.779/01 y sus barras; A) convenio de patrocinio con el señor Ernesto 
Machado para la explotación de dos paradores desmontables en playas del balneario José Ignacio; o) 
convenio de patrocinio con Piro Show $. A., Expediente N* 6.671/00; p) convenio de patrocinio con “El 
Hornero Ltda”; q) convenio de patrocinio con “Club de los Balleneros”, Expediente N* 7.571/2/96 y r) 
Club Escuela Parapentes, Expediente N* 1.677/3/00. 


Como puede verse, era práctica usual y recurrente, desde la sanción del Decreto N* 
3.695/95, que Administraciones Municipales anteriores a la presente acudieran a esta modalidad 
contractual donde en algún caso, como ya se dijo, no se celebraron los contratos respectivos pese a 
que se ejecutaron, y tampoco merecieron observación alguna por parte del Tribunal de Cuentas de la 
República por las razones que fueren, aunque no fueren imputables al órgano de contralor, ya porque 
haya tomado conocimiento o no. 


En cuanto al convenio de patrocinio celebrado con la empresa Satenil S.A., según 
resulta del Expediente N* 4.644/05, se iniciaron actuaciones administrativas como consecuencia de la 
presentación efectuada el 23 de agosto de 2005 -a poco más de un mes de asumido el mandato por 
esta Administración- por la empresa Satenil S. A., proponiendo a este Municipio un proyecto de 
recuperación de Plaza Artigas mediante los procedimientos estipulados en los artículos 19 y 20 de la 
Ley N* 17.555 de Iniciativa Privada. 


Posteriormente, se amplió la propuesta ofreciendo también instalar y reacondicionar a nuevo, 
para la siguiente temporada de verano, distintos servicios y prestaciones comunitarias, con el fin de 
lograr una rápida recuperación del mobiliario urbano de la ciudad e implementar una nueva imagen del 
Municipio. Como fáctica e históricamente es comprobable, la propuesta de la empresa Satenil S.A. se 
presenta exactamente el mismo día que acaece el dramático temporal del 23 de agosto del año 2005, 
que asoló a todo el territorio y particularmente al departamento de Maldonado y que aparejó, como 
secuela, cinco de las diez muertes que ocurrieron en el país. Esta situación, como es lógico suponer, 
determinó que el Municipio tuviera que adoptar una enorme cantidad de medidas tendientes a la 
recuperación de los costos sociales, urbanísticos y edilicios que derivaron como secuela del referido 
temporal. 


Lo que viene de relatarse, que -como se dijo- es un hecho histórico que releva de cualquier 
tipo de prueba al respecto, se insertó también en un contexto en que la hacienda municipal fue recibida 
por la nueva Administración con un déficit de aproximadamente US$ 30:000.000, y que había puesto 
en riesgo, inclusive, el pago de los salarios de los propios funcionarios municipales. Junto a lo que 
acaba de referirse urgía una pronta solución a la situación planteada en función, también, del 
insoslayable advenimiento de la temporada estival. Luego de los trámites administrativos de rigor y del 
natural proceso de negociación entre las partes, donde se van incorporando nuevas exigencias y 
modificaciones a la propuesta inicial sin que variara su objeto, se decide aceptar la misma al amparo 
de lo dispuesto por el artículo 50 del Decreto Municipal N* 3.695/95 que faculta a la Intendencia 
Municipal a celebrar convenios de patrocinio con entidades privadas. 


En conclusión, como viene de verse, esta Administración Municipal nunca cambió la 
naturaleza específica del acuerdo que se perfiló como un convenio de patrocinio, según las 
características ya vistas en el presente escrito de la fase de las tratativas hasta la concreción definitiva 
y celebración del contrato. El acaecimiento del temporal del 23 de agosto de 2005, con mala situación 
de las arcas municipales y el advenimiento de la temporada estival con el flujo turístico habitual, 
aceleraron la urgencia de celebrar el referido convenio y avanzar hacia la ejecución del mismo. De la 
Resolución N?* 4.086/2005, se desprende que el procedimiento seguido por la Intendencia fue 
el que se encuentra establecido por el artículo 50 del referido Decreto, es decir, el de la celebración de 
un convenio de patrocinio. En efecto, en el numeral 1 de la parte expositiva de dicha Resolución se 
dispuso autorizar la celebración de un convenio de patrocinio. Creo que también es bueno recordar que 
la parte dispositiva que se plasmó en esa Resolución N* 4.086/05 y que vamos a leer en forma total 
dice: “Autorizar la celebración de un Convenio de Patrocinio con la empresa Satenil en los términos 
que surgen de Fojas 60/64 de las presentes actuaciones. Encomiéndase a la Dirección General de 
Planeamiento Urbano y Territorial en forma conjunta con las demás Direcciones Generales 
involucradas, dirigir y controlar el cumplimiento de las obligaciones asumidas por la empresa. 
Insértese, notifíquese, comuníquese la presente a la Dirección General de Hacienda, a los efectos que 
corresponda y pase a División Asesoría Notarial para la celebración del Convenio de Patrocinio. Hecho, 
sigue a la Dirección General de Planeamiento Urbano y Ordenamiento Territorial”. Esto vamos a 
cotejarlo con la Resolución N* 4.585/01, de 23 de noviembre de 2001, realizada por la 
Administración anterior. En su parte dispositiva, dicha Resolución expresa: “1*.- Autorizar la 
celebración de convenios de patrocinio con las empresas Hikone S. A. y El Hornero Limitada en los 
términos y condiciones que surgen de la presente resolución. 2”.- Encomendar a la Dirección Gene ral 
de Planeamiento Urbano y Territorial el control en el cumplimiento de las obligaciones asumidas por 
parte de ambas empresas, así como que la publicidad a colocarse encuadre dentro de la normativa 
vigente y las directivas que esa Dirección imparta. 3".- Regístrese, insértese, notifíquese, 
pase por su orden a la Dirección General de Hacienda a los efectos de determinar los montos que, por 
concepto de fiel cumplimiento del contrato, deberán constituir ambos contratantes y a la Dirección de 
Asesoría Notarial, a los efectos de la celebración de los correspondientes convenios”, que nunca se 
llegan a firmar y sí en esta Administración. 


También vamos a dar a conocer el informe previo a este último convenio de patrocinio cuya 
parte dispositiva se leyera. Se trata de un informe realizado por el asesor letrado y persona de 
confianza de la anterior Administración, el doctor John Miller, de fecha 16 de noviembre de 2001. El 
mismo expresa: “Visto el informe que antecede y la circunstanciada relación de las propuestas, tanto 
de Hikone como de El Hornero Limitada, tomando en cuenta los informes y recomendaciones, tanto de 
la Dirección de Tránsito y Transporte como de la Dirección General de Planteamiento Urbano y 
Territorial, esta Dirección de Asesoría Jurídica comparte que ambas propuestas podrían ser 
instrumentadas a través de un convenio de patrocinio. En efecto, el artículo 50 del Decreto NO 
3.695/95 establece: 'Facúltese a la Intendencia Municipal”, etcétera. Creo que sería ocioso leer todo lo 
que establece el decreto, porque ya se ha expresado. Sigue diciendo: “Como ya se ha sostenido en 
otras oportunidades, esta norma encuadra dentro de los llamados contratos de cambio y, 
particularmente, dentro de la modalidad de aquellos en los cuales no se derivan egresos ni ingresos 
para la Administración. Se trata entonces de un contrato neutro resultado de una permuta de 
prestaciones no dinerarias entre las partes al no derivar de la eventual contratación erogación alguna 
para la Administración ni entradas o recursos. No se cumple en el caso de los convenios de patrocinio 
lo dispuesto por el artículo 33 del TOCAF. Analizando la norma citada, el concepto de gastos se vincula 
a la salida de fondos autorizados presupuestalmente y al control de su ejecución salarial (Ver Isaac 
Margulies. Curso de Contabilidad Pública. Facultad de Ciencias. Montevideo 1991. Tomo Il, página 12). 
De acuerdo con el artículo 13 del TOCAF, las asignaciones presupuestales constituirán créditos 
abiertos a los organismos públicos para realizar los gastos de funcionamiento y de inversión necesarios 
para la atención de los servicios a su cargo. Existiendo crédito disponible, la realización del gasto 
requiere una decisión del ordenador correspondiente, según lo previsto en el artículo 14. Constituyen 
compromisos los actos administrativos dictados por la autoridad competente que disponen destinar 
definitivamente la asignación presupuestal o parte de ella a la finalidad enunciada en la misma. Al 
compromiso le sigue la liquidación y el pago, regulados en los artículos 21 y siguientes del TOCAF. En 
cuanto al concepto de recurso, el artículo 3% del TOCAF establece con toda claridad que constituyen 
recursos y fuentes de financiamiento del Estado: 1) los impuestos, contribuciones o tasas que se 
establezcan de conformidad con la Constitución de la República; 2) la renta de los bienes del 
patrimonio del Estado y el producto de su venta; 3) el producto neto de las empresas del dominio 
comercial e industrial del Estado en cuanto no esté afectado por sus leyes orgánicas o especiales; 4) el 
producto de otros servicios que se prestan con cobro de retribución; 5) el producto de empréstitos y 
otras operaciones de créditos, 6) toda entrada que se prevea legalmente que provenga de hechos, 


actos u operaciones que generen créditos o beneficios para el Estado”. Por otra parte, el tenor del 
artículo 50 en su redacción establece el poder decisorio de la Administración en cuanto a la celebración 
de convenios de patrocinio al disponer: “Facúltese a la Intendencia Municipal a celebrar convenios de 
patrocinio con entidades privadas. En caso de compartirse el criterio sustentado de instrumentar ambas 
propuestas a través de la norma citada, deberá establecerse en la resolución la recomendación del 
Director Técnico de Tránsito y Transporte”. Se advierte que en ninguna de las dos propuestas aparecen 
columnas, caños o señalización vertical, y se sugiere que se podrán exigir los correspondientes a los 
carteles a suministrarse. “Se recomienda que el control de la ejecución del eventual convenio de 
patrocino esté a cargo de la Dirección General de Planeamiento Urbano y Territorial, la que deberá 
controlar especialmente que lo ofrecido a la Comuna efectivamente se realice y que la publicidad a 
colocarse se encuadre dentro de la normativa vigente y las directivas de esa Dirección. Se hace notar, 
además, que se debe exigir garantía de fiel cumplimiento del contrato de acuerdo a los montos que la 
Administración establezca. Con lo informado elévese a Secretaría General”, y es el fundamento de la 
resolución de la anterior Administración. 


Queremos señalar también, respecto a lo que hace a la legalidad del convenio de patrocinio, 
que estas son declaraciones por el juicio que Hikone inicia a José Luis Real, Secretario General del ex 
Intendente Antía: “Fui empleado de la Intendencia Municipal de Maldonado en cargo de confianza. 
Desde el año 2005 desempeñé funciones como Secretario General de la Administración. Hikone era 
una de las empresas que se habían seleccionado en varias de las instancias, en el marco del convenio 
de patrocinio”. 


Pero lo más importante -para no aburrir con toda esta declaración- es que, ante la pregunta 
de si el contrato de patrocinio que se celebró con Hikone se hizo mediante procedimiento de licitación, 
respondió: “No lo recuerdo porque fue hace muchos años, no sé si hubo un contrato o más de uno. El 
Decreto faculta a la Intendencia Municipal de Maldonado a llegar al acuerdo privado contrato de 
patrocinio. Yo soy uno de los que interpretan que no requiere licitación. Para mí no es condición 
necesaria”. 


A nuestro modesto entender, al formular su observación, el Tribunal de Cuentas de la 
República incurre en una flagrante confusión ya que, si bien admite en un principio que la Intendencia 
actuó de conformidad al procedimiento establecido en el articulo 50 del Decreto N* 3.695/95, a renglón 
seguido, el mismo Tribunal también afirma que en razón del temporal del 23 de agosto se acudió a la 
contratación directa al amparo de lo dispuesto por el artículo 33 literal |) del TOCAF. Es claro que la 
Intendencia no aplicó el régimen previsto en el citado artículo 33, ya que en la Resolución N* 
4.086/2005 nunca se dispuso. Además, es claro que la mención al artículo 33 aparece -en una única y 
exclusiva oportunidad- en el Considerando 6 y en el Atento de la Resolución, y es efectuada en forma 
subsidiaria y conjuntamente con el artículo 50, en razón de una consulta informal que se realizó a los 
servicios del Tribunal. 


Por otra parte, la aplicación simultánea de ambos procedimientos no es compatible, deviene 
imposible. Se aplica uno u otro, pero no los dos a la vez. En efecto, uno está referido a la situación en 
que no hay ingresos ni egresos para la Administración y el otro está referido a cuando sí los hay, y 
cada situación tiene establecido un sistema propio, distinto y opuesto al otro. En consecuencia, de lo 
expuesto resulta claro que lo que dispuso esta Administración fue la realización de un convenio de 
patrocinio. La cita subsidiaria del artículo 33 del TOCAF en los Considerandos fue sólo eso y sin 
alcance procedimental; por lo tanto, no era necesaria la licitación pública. A mayor abundamiento, se 
debe señalar que el organismo de contralor funda su criterio respecto de la necesidad de la licitación 
pública en la existencia de una alteración del procedimiento que hacía necesario que la Administración 
Departamental procediera a realizar un llamado a licitación pública. El único cambio fue entre la 
intención de la empresa de presentarse al amparo del procedimiento de iniciativa privada y la opción al 
convenio de patrocinio y nada más. 


No se puede sumar a nuestro error de cita en los Considerandos, basado en una consulta 
informal a los servicios del Tribunal, la confusión de éste que fue la que llevó a sostener la necesidad 
de la licitación pública, ya que en ningún momento del procedimiento se optó por contratación directa al 
amparo del literal |) del artículo 33 y la única alteración que se hizo fue la que dispuso la celebración de 
un convenio de patrocinio. La naturaleza de la contratación se debe determinar en mérito de las 
estipulaciones contractuales concretas y nunca exclusivamente por una norma jurídica citada, máxime 
en el presente caso en que se citan dos normas: el artículo 50 del Decreto N* 3.695 de 2005 y el 


artículo 33 del TOCAF, que son normas incompatibles entre sí y, por lo tanto, se debe acudir al examen 
de las estipulaciones contractuales para determinar cuál es aplicable. De ese análisis se deduce 
claramente que en este caso las mismas se adecuan exclusivamente al procedimiento del artículo 50 
del Decreto N* 3.695. 


Hay otras consideraciones de Doctrina que confirman la regularidad jurídica del 
procedimiento adoptado por la Intendencia. 


Es pertinente entrar en la consideración del examen del procedimiento que debe seguir la 
Administración para efectuar las distintas contrataciones que sean necesarias para asegurar el 
cumplimiento de sus cometidos. 


Al respecto, se debe señalar que el doctor Sayagués Laso es claro en cuanto a las facultades 
de que dispone la Administración al afirmar que: “En principio, la norma general aplicable, tanto en 
nuestro país como en la mayoría si no en la totalidad de los países extranjeros, es que la 
Administración tiene amplias facultades para celebrar contratos que juzgue necesarios para asegurar el 
buen funcionamiento de los servicios públicos a su cargo, pudiendo elegir libremente la persona con la 
cual desea vincularse”. Luego, es más contundente aún y dice: “Sean cuales fueren las limitaciones 
que establezcan las leyes y los reglamentos imponiendo el requisito de la licitación pública en la 
celebración de tales o cuales contratos o, aun más, para tales o cuales categorías de contratos, por 
amplias que sean dichas categorías, la norma es la libertad de elección del contratante en todos los 
casos donde no exista contratación legal.” 


Resulta fácil demostrar la exactitud de este principio. En ninguna legislación se establece con 
carácter general que todos los contratos de la Administración se celebrarán por licitación pública. Se 
exige estos requisitos para ciertos contratos, a veces para muchos y aún para una o varias categorías 
de contratos, pero nunca para todos ellos. Puede incluso ocurrir que sean más los contratos a celebrar 
por licitación que prescindiendo de ésta pero aun así, como falta la disposición general imponiendo en 
todos los casos la licitación, la norma es que no mediando precepto legal expreso, la Administración 
puede elegir libremente al contratante. 


También cabe establecer que el TOCAF comprendía las normas legales relativas a la 
contabilidad y a la administración financiera de la Administración Pública. En su artículo 33 establece: 
“Todo contrato se celebrará mediante el procedimiento de la licitación pública, cuando del mismo se 
deriven gastos de funcionamiento o de inversión o salidas para el Estado, y por remate o licitación 
pública cuando se deriven entradas o recursos”. Resulta de ello que la licitación no involucra a todos 
los contratos de la Administración. Para que se deba acudir a la licitación deben existir gastos, 
inversiones o salidas del Estado; y precisamente, este no es el caso del contrato de patrocinio porque 
no existe ningún egreso ni ingreso económico para la Intendencia. Es el privado quien toma a su cargo 
una actividad en un espacio público y quien corre con todos los gastos que genere esa actividad, sin 
ningún aporte por parte de la Administración. A su vez, tampoco existe ingreso económico a favor de la 
Intendencia, dado que el particular no debe abonar nada por realizar su trabajo. 


Queda demostrado así que el procedimiento de contratación efectuado por la Intendencia fue 
absolutamente ajustado a Derecho, ya que nunca existió la obligación de acudir al procedimiento de la 
licitación pública. 


Iguales consideraciones a las expuestas corresponde efectuar respecto al criterio del Tribunal 
de Cuentas de que la contratación sería nula, fundado en que el organismo no realizó la certificación 
exigida por el penúltimo inciso del artículo 33 del TOCAF. Se reitera que al no ser aplicable en el 
presente caso este Texto Ordenado por las razones ya expuestas, no era necesaria la referida 
certificación. Pero aun en la hipótesis sostenida por el organismo de contralor y de haberse remitido el 
expediente para esa certificación, era de imposible realización por no poderse hacer una comparación 
de precios al tratarse de un convenio en el que no existen prestaciones dinerarias. Asimismo, no se 
compadece este dictamen con anteriores posturas del organismo frente a similares situaciones ya que, 
como lo sabe el Tribunal, en esta Intendencia existen numerosos casos de contrataciones anteriores en 
los que, habiéndose acudido al procedimiento previsto en el literal |) del artículo 33 del TOCAF y no 
habiéndose requerido la certificación correspondiente del Tribunal, este organismo no efectuó mención 
alguna respecto a la aplicación del inciso final del artículo 33. Podemos citar, como ejemplo, la 


Licitación N* 4/02 para la contratación del servicio de guardavidas. El Tribunal de Cuentas consideró 
que el literal 1) del artículo 33 del TOCAF invocado por el organismo no se encuentra debidamente 
fundamentado. Sin embargo, el Tribunal no hizo ninguna referencia a la aplicación del inciso final del 
referido artículo. Similar situación sucedió con la contratación directa de 985 centímetros de columna 
en el diario “La República”, en la que el organismo de contralor entendió que no se encuentra 
debidamente fundamentada la causal invocada, no encuadrando la presente contratación en ninguna 
de las hipótesis previstas en el artículo 33, numeral 3, literal Il) del TOCAF, Considerando 1), sin que se 
hiciera referencia al inciso final de dicho artículo. 


Por último, se debe señalar con especial énfasis que la actual Administración municipal, sin 
experiencia previa de Gobierno respecto a la historia de la Administración Municipal de Maldonado y 
con severas restricciones financieras, se apoyó en formas de solución y procedimientos ya utilizados 
por la anterior Administración, como ya se pusiera de manifiesto. Éstas habían tenido el aval del 
Tribunal de Cuentas, ya que ese organismo por lo menos en tres de las inspecciones o auditorías 
periódicas que realiza, tenía conocimiento de los convenios de patrocinio celebrados y nunca efectuó 
ningún cuestionamiento. A modo de ejemplo, en el Expediente N* 6.381/96, el 7 de febrero de 2001 la 
empresa Hikone S.A. solicitó la prórroga, por la duración del anterior período de Gobierno, del contrato 
celebrado como resultado de la Licitación Abreviada N* 110/96. Posteriormente, por nota del 23 de 
octubre de 2001, se extendió la solicitud a aspectos no comprendidos en la licitación original. Similar 
solicitud efectuó “El Hornero Limitada”, pero los detalles de la misma no se conocen ya que, por 
incumplimiento de elementales normas de procedimiento administrativo, se aceptó la propuesta por vía 
fax y por lo tanto la escritura se ha borrado. 


De este modo queda en evidencia que en un antecedente mucho más complejo la solución 
que admitió el Tribunal a la Administración anterior es en esencia similar, en naturaleza y forma de las 
prestaciones, al caso que motiva estos obrados, con una solución jurídica idéntica a la que el Tribunal 
ha observado en el actual procedimiento de esta Administración. 


En síntesis, como se ha señalado, podemos decir en primer lugar que se trató de un convenio 
de patrocinio que, por no generar ingresos ni egresos para la Administración, excluye la intervención 
del Tribunal de Cuentas desde el punto de vista de auditorías. Me refiero al artículo 211, literal B), de la 
Constitución de la República. Segundo, el propio Tribunal de Cuentas aceptó que esta contratación se 
celebró de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 50 del Decreto N* 3.695/95, Considerando 3) de la 
Resolución. Tercero, en dicha contratación no se aplicó el artículo 33 del TOCAF. Cuarto, este hecho 
excluyó la necesidad de realizar licitación pública. Y quinto, este mismo procedimiento de convenio de 
patrocinio anteriormente ya había sido realizado por esta Intendencia para celebrar contratos por 
diferentes objetos, pero la actual sustituye dos de idéntica naturaleza con el mismo objeto sin que los 
órganos de contralor efectuaran en esas oportunidades ninguna observación. 


En definitiva, la determinación de suscribir el convenio de patrocinio que ha dado origen a esta 
denuncia surge en forma manifiesta de las necesidades y del objetivo de satisfacer el interés general 
por parte de la Intendencia Municipal de Maldonado. Los objetivos planteados -tal como surge de los 
informes de las distintas Direcciones Generales- que son vertidos con voluntad independiente pero con 
idéntico designio, establecen lo siguiente. Ante el caótico marco existente respecto a la publicidad 
callejera, el primer objetivo perseguido fue el de uniformizar criterios y definir claramente las políticas 
de publicidad en espacios públicos. Esto se logra y a partir de la definición del objeto se instrumenta un 
procedimiento licitatorio. 


El segundo objetivo fue mejorar el significativo deterioro del amoblamiento urbano en general - 
agravado por la circunstancia del ciclón ocurrido el 23 de agosto de 2005- hecho que se logra concretar 
para la temporada. 


El tercer objetivo planteado ante el advenimiento de una temporada fue el de fomentar el 
turismo de mercados alternativos -en mérito de los notorios inconvenientes con la República Argentina 
por el corte de puentes- logrando tener presencia publicitaria en aeropuertos brasileños con un 
significativo incremento del turismo de esa región. 


El cuarto objetivo fue resolver la siempre postergada necesidad de refaccionar la postergada 
plaza de Punta del Este, realidad absolutamente confirmada al día de la fecha. ¿Dentro de qué 


situación se da el planteamiento de estos objetivos? Por un lado, hay una preexistencia de soluciones 
a través de convenios de patrocinio respecto de un idéntico objeto, formas habituales y pacíficamente 
aceptadas en anteriores Administraciones, documentadas por sendos informes y resoluciones, a tal 
punto que el presente sustituye dos de idéntica naturaleza. Por otro, existe una ausencia absoluta de 
plazos suficientes para realizar en tiempo y forma un procedimiento competitivo. En tercer lugar, se da 
una inexistencia de elementos objetivos que determinan la conveniencia de acudir a los mismos, desde 
el momento en que jamás existió un ingreso por concepto de canon por el tema de publicidad callejera. 
Además, hubo incumplimientos constatados y verificados por la anterior Administración respecto a las 
empresas que venían operando y a la empresa con la que finalmente se realizó el convenio de 
patrocinio, que fue aconsejado por el anterior Director de la Asesoría Jurídica, cargo de confianza de la 
anterior Administración, doctor Guillermo Iparraguerre. 


En el punto octavo, por ejemplo, se definen las contrapartidas, dentro del marco legal, con 
absoluta vigencia -vigencia absoluta del artículo 50 del Decreto Departamental N* 3.695- y 
contrapartidas muy superiores a las que se habían recibido hasta el presente. 


En noveno lugar, hay una absoluta falta de liquidez de la Administración para abordar por sí 
los propósitos que inspiraron la celebración de este convenio, ya que al asumir encuentra las arcas 
vacías con un déficit acumulado de US$ 30:000.000 que esta Administración en valores constantes 
redujo a la mitad. Esa situación obligó a que en ese momento se solicitara un préstamo para pagar 
sueldos y poder funcionar adecuadamente. 


En décimo término, tuvo lugar el temporal de agosto de 2005 que agravó aún más la situación 
planteada, y en undécimo lugar, se estableció un marco legal que ampara la solución adoptada, lo que 
con firmes fundamentos se reafirma. Los cuestionamientos formales por parte de la oposición y del 
Tribunal de Cuentas recién operan meses después de celebrado el mismo -en plena ejecución- por lo 
que jamás se tuvo sospecha ni pudo advertirse que se pudiera llegar a plantear ilegitimidad alguna 
respecto al mismo. En duodécimo término, el mismo órgano del Estado en anteriores Administraciones 
frente a diecinueve situaciones similares, jamás emitió pronunciamientos contrarios a través de su 
contadora delegada ni directamente y mucho menos sugirió posibilidad de nulidad alguna. 


En decimotercer lugar, están los informes de las diferentes Direcciones Generales de la 
Intendencia expresando las necesidades de sus respectivas áreas, manifestando su conformidad con 
la propuesta y consignando la viabilidad y la necesidad de celebrar este convenio de patrocinio. 


Varios meses después de celebrado el convenio de patrocinio, en plena ejecución del mismo, 
se hace mención pública por parte de actores políticos a través de los medios masivos de 
comunicación que el Tribunal de Cuentas vendría a buscar y examinar el expediente donde se tramitó 
este convenio. Tal insólito pronóstico, carente de antecedentes similares, se cumple a los pocos días 
del anuncio, sin que hubieran existido en lo previo comunicaciones interinstitucionales entre el órgano 
de contralor y la Intendencia Municipal de Maldonado, como es de estilo. 


Una vez verificada la intervención del mencionado órgano de contralor, el que en una actividad 
inédita concurre a la búsqueda del expediente, se despliega la más feroz ofensiva mediática realizada 
por el partido de oposición contra el actual Gobierno y sus administradores, ofensiva que aún a la fecha 
continúa. 


En el marco de esta ofensiva, la oposición denunciante soslaya la existencia de diecinueve 
convenios de patrocinio celebrados por la anterior Administración al amparo del mismo marco 
normativo; dos de ellos de idéntica naturaleza y por igual objeto que el denunciado. 


También soslaya que los dos referidos a publicidad callejera nunca representaron ingreso 
alguno para la Administración. No obstante, sostienen: “Se entrega un negocio millonario en dólares”. 
¿De dónde surge esta peregrina idea? Si se tenía conocimiento de que esto podía representar tan 
conveniente negocio, ¿por qué en anteriores Administraciones nunca pidieron contrapartidas o 
cánones al respecto? ¿Por qué se exige y se emiten juicios de condena solo respecto a la actual 
Administración como si este tipo de explotación hubiera comenzado con ella? A partir de la convicción 
de que la celebración de convenios de patrocinio respecto a este objeto constituye una ilegalidad o 
delito, ¿por qué solo refieren al realizado a partir de 2005 y no a los realizados en los nueve años 


anteriores? Con pleno conocimiento de todas estas situaciones y con la convicción de que constituyen 
hechos irregulares, ilegalidades o delitos, los Ediles denunciantes, en su calidad de funcionarios 
públicos, ¿no tenían obligación de denunciarlos todos y de promover juicios políticos respecto a todos 
los actores que también actuaron de igual forma? 


Ya se ha señalado anteriormente la situación contextual en la que se verifica y concreta el 
convenio de patrocinio denunciado; sea en la falta de tiempo para realizar un procedimiento 
competitivo -hecho reconocido en actas de la Junta Departamental por uno de los denunciantes y por 
el ex Secretario General de la anterior Administración en el juicio reparatorio de Hikone-; sea por la 
situación económica precaria y la necesidad de cumplir ciertos cometidos en función del interés 
general; sea por el deterioro que presentaba el amoblamiento urbano, cartelería y plaza de Punta del 
Este; sea por la necesidad de promover el departamento como destino turístico en mercados no 
tradicionales; sea por concretar un producto acabado y uniforme que fuera objeto de una licitación 
futura, está justificado. 


Todo ello se ha informado; se realizó sin contar con un antecedente previo, sin un parámetro y 
sin una orientación concreta que permitiera desarrollar una estrategia diferente a la que se practicó. 


Esta Administración, vencido el convenio de patrocinio vigente, realiza un procedimiento 
competitivo respecto a la publicidad callejera, donde se presentan tres empresas con importantes 
ofertas. 


La oposición, promotora del juicio político, que nunca exigió canon de ninguna especie ni 
practicó procedimiento competitivo alguno durante la vigencia de la anterior Administración, hoy 
promueve juicios políticos por eventuales perjuicios imputables a esta Administración del Frente 
Amplio. 


No obstante, fue esta Administración del Frente Amplio, y no otra, la que impulsó y llevó a 
cabo un procedimiento licitatorio que por primera vez en la historia de la Intendencia Municipal de 
Maldonado le va a dejar recursos. Van a existir, a partir de ahora, importantes ingresos por concepto de 
canon respecto a un objeto que se gestiona hace aproximadamente una década y media sin que jamás 
haya existido ingreso alguno por ello. Este logro inédito, sin precedentes históricos, pretende 
descaradamente esgrimirse como prueba contra sus gestores y promotores. 


Constituye un despropósito, fuera de todo parámetro lógico y razonable, pretender alegar 
responsabilidad por perjuicios a la Administración porque el procedimiento no se instrumentó antes. 
¿Antes cuándo? ¿Durante los diez años que usufructuaron este objeto -ahora licitado- Hikone y El 
Hornero? ¿O solamente a partir de la asunción de esta Administración frenteamplista, tal como si ella 
hubiera inventado en este período la explotación de la publicidad callejera a través de convenios de 
patrocinio, o hubiera sido la única que aplicó la propia norma vigente que habilita su celebración? 


Respecto a lo expresado, aunque constituya una obviedad, corresponde formular las 
siguientes precisiones: uno es más que cero, ochocientos mil es ochocientas mil veces más que cero. 


Esta Administración, estos administradores que están sometidos a juicio político, van a cerrar 
su gestión con un ingreso aproximado por concepto de canon y otras contrapartidas cercano a la cifra 
mencionada en dólares. Parece irrefutable que frente al cero rotundo de las dos anteriores 
Administraciones que gestionaron el mismo objeto, esta Administración aparece como sustantivamente 
superior al respecto, para fortuna de la comunidad que, en última instancia, es la beneficiaria. 


En virtud de que hemos leído las versiones taquigráficas que contienen las expresiones de 
los anteriores comparecientes -en realidad no íbamos a hacer referencia a ello para no aburrir a la 
Comisión- advertimos que se señala que hay una sentencia que condena a la Intendencia Municipal de 
Maldonado a resarcir a la empresa privada que se vio perjudicada, justamente, porque no se respetó el 
principio de igualdad establecido en la Constitución de la República. Eso es falso. 


Se ha pretendido artificiosamente y con evidente malicia vincular un reclamo de la empresa 
Hikone ante la Justicia Civil, fundado en un eventual preacuerdo, con el acto administrativo que 


culminó con la celebración del convenio de patrocinio con la empresa Satenil S.A. 


La mendacidad es evidente y esta surge de la propia sentencia, revelando inequívocamente la 
clara intención de los denunciantes de inducir en error al respecto. La propia sentencia es elocuente 
respecto a desvincular expresamente ambas situaciones. El fundamento de la sentenciante es 
absolutamente ajeno al acto administrativo que dispone la celebración del convenio de patrocinio con 
Satenil S.A. y lo expresa claramente. Pero más aún, si bien no se compartió el dictamen de la señora 
Jueza, por lo que fue recurrido, los denunciantes, en su afán de desacreditar a los denunciados, no 
advierten que la propia sentencia, explícitamente, da por válidos y legales los convenios de patrocinio y 
condena a la Intendencia Municipal de Maldonado por no otorgar una prórroga de uno de ellos. 
¿Podría ser esto posible si fueran ilegales? Los denunciantes, pues, que tanto caudal hicieron respecto 
a este argumento, denunciando la ilegalidad manifiesta de este tipo de contratos y de la falta de 
intervención del Tribunal de Cuentas, quedan en evidencia en su claro propósito político cuando de 
entre los cerca de veinte contratos de patrocinio que celebró la Administración en distintos períodos 
históricos, seleccionan deliberadamente el único que celebró la presente Administración. 


Sorprendentemente, no se escandaliza ni hay preocupación respecto de los dos anteriores 
convenios de patrocinio con igual objeto sustituidos por el denunciado, cuyas copias de resoluciones - 
las hemos leído- son prácticamente idénticas, pese a que las condiciones de contrapartidas por 
utilización de espacios públicos para explotación de publicidad callejera eran, en aquellos, infinitamente 
más desventajosas que en el presente. Nada de esto se observa y mucho menos se denuncia. Estos 
dos convenios, desplazados por el único que se denuncia como ilegal, son ignorados olímpicamente 
por los denunciantes. ¿Cuál es el motivo? ¿Cuál es la razón de esta ignorancia? ¿Cambia la 
naturaleza legal o ilegal de los contratos junto con los colores de las banderas partidarias de los 
administradores de turno? ¿Por qué no existe preocupación respecto al hecho de que una empresa 
que no ofrecía ninguna contrapartida razonable para el Municipio pretenda ahora, a través del juicio 
que se instrumenta, cobrarle US$ 140.000 por la no ejecución de una prórroga de un contrato que ellos 
califican de ilegal? ¿Por qué en este caso no preocupa que no hubo intervención del Tribunal de 
Cuentas? Las razones se perfilan claramente en la verdadera intención que persigue el presente juicio. 


En la sentencia -y vuelvo atrás- la señora Jueza sostiene que no se analizará la legitimidad 
de la contratación de la Intendencia Municipal con Satenil S.A. por no integrar el objeto del presente 
proceso. 


Más allá de lo expuesto, no hay dudas de que la Administración despliega su actividad dentro 
de un marco normativo vigente; por lo tanto, su actuar es legítimo. En todo caso, si el cuestionamiento 
refiere a la existencia o no de contratos neutros, a su legalidad o no, a su pertinencia, lo que cabe es 
atacar la norma, no a quien la actúa, que en este caso es el Municipio de Maldonado. 


En consecuencia, de acuerdo a lo que viene de exponerse, ninguna de las situaciones que 
vienen de analizarse tiene relevancia suficiente para promover el juicio que se está promoviendo. 


En suma, toda la actividad administrativa desplegada por la Administración fue ajustada a 
Derecho, como insistentemente se ha dicho, con una motivación fundada en el interés general, en el 
marco de una norma positiva vigente y de una práctica inveterada de la Administración, dentro de un 
contexto histórico, por el acaecimiento de un evento climático sin antecedentes, que agravó la situación 
preexistente, y obtuvo como resultado uno inequívocamente más positivo, tanto cuantitativa como 
cualitativamente, que sus antecedentes históricos. 


SEÑORA SALAZAR.- Solamente quiero agregar dos aspectos a la larga exposición realizada. 


Por un lado, es una falsedad que se repite -y tal vez esta es la ocasión de dejarlo bien claro- 
que con este convenio se hizo un monopolio de la publicidad. Nada más falso que eso. En primer lugar, 
el propio contrato de patrocinio, en el artículo 7%, excluye las zonas que quedan especialmente fuera de 
este contrato. Se trata de las áreas de explotación de publicidad exclusiva de los paradores -en cada 
una de las licitaciones de los paradores, se licitó también la publicidad en ellos-; las casetas de 
guardavidas -lo que también se hizo por licitación aparte-; y los eventos que se hacen durante la 
temporada, como la San Fernando, el Festival de Cine, el Festival de Teatro, etcétera, en los que 
también la publicidad está absolutamente excluida. Además, en este período, estando la empresa 


Satenil S.A. con la publicidad, también se hizo la licitación de la publicidad móvil y de los paradores, 
como ya había dicho. Entonces, me interesa mucho remarcar que no se trata, ni mucho menos, de un 
monopolio de la publicidad. 


El segundo aspecto al que quiero hacer referencia es que, si bien los convenios de patrocinio 
existen desde el año 1995 y se han celebrado sin que jamás hubiera habido ningún problema, estamos 
de acuerdo en que para hacer la publicidad de cartelería, si no es en ese marco, habría sido mejor 
realizar procedimientos competitivos. En ese sentido, no compartimos, por ejemplo, lo que dijo el 
Director de Turismo de la anterior Administración y actual Edil, señor Laventure, que en el Expediente 
N? 6.386/9/96 le dio la instalación de cartelería a MasterCard Uruguay de manera directa; esto fue para 
la temporada del año 2003. Además, en el año anterior, también siendo Director, hay un informe que 
dice que visto el ofrecimiento planteado por MasterCard y teniendo en cuenta los antecedentes en 
cuanto a la colaboración que ha prestado a la Intendencia en otras oportunidades -con lo cual 
calculamos que este debe de haber sido un mecanismo que se utilizó en varias ocasiones- se eleva a 
Secretaría General sugiriendo aceptar y, por lo tanto, contratar a la misma, poniendo cartelería en la 
zona. 


Este es un informe del ex Director de la Asesoría Jurídica, doctor Iparraguerre, en el que 
aconseja la contratación de Netcom S.A., que es Satenil S.A. 


Queremos manifestar claramente que estamos de acuerdo en que no se puede realizar una 
contratación directa fuera del amparo del artículo 50, como ocurrió en la anterior Administración con la 
contratación de hotelería por un monto cercano a los US$ 500.000, lo que originó una investigación 
administrativa por parte de esta Administración. Las contrataciones se venían haciendo por parte de 
quien en su momento fue el Secretario de Turismo, y culminaron con una denuncia penal que en este 
momento se está tramitando en los Juzgados penales de Maldonado. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, dado que la explicación brindada por el doctor 
Bolani ha sido tan exhaustiva, pasaríamos al otro punto. 


SEÑOR MOREIRA.- No sé si se ha adoptado un criterio, pero me gustaría saber si primero vamos a 
escuchar todos los temas y después formular preguntas, porque seguramente esto va a llevar un 
tiempo más que prudencial, y como me da la impresión de que el tema de Satenil S.A. es el punto 
central -o, por lo menos, el que tomó más estado público- quizás podríamos preguntar ahora al 
respecto y después pasar al otro punto. No debemos olvidar que los temas son ocho y a este ritmo 
tenemos para dos horas más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la sesión de la mañana se propuso otorgar un tiempo a los 
comparecientes, en ese caso concreto a los Ediles denunciantes, y se objetó a la Presidencia que se 
limitaba la libertad de expresión de los expositores. En conclusión, se adoptó el criterio de dejar hablar 
durante todo el tiempo que quisieran a todos los que desearan intervenir. 


SEÑOR MOREIRA.- Realizo este planteo porque me gustaría hacer un par de preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El criterio adoptado fue que se realizara la exposición completa y luego los 
señores miembros de la Comisión formularan las preguntas. La Presidencia puede exhortar a que se 
concrete la exposición en la forma más breve posible a efectos de pasar a la segunda parte, que son 
las preguntas de las señoras y los señores Senadores. 


SEÑOR ABREU.- Creo que no fue ese el criterio que se adoptó; lo que se decidió fue que no se 
limitara el tiempo de los expositores. El señor Senador Moreira plantea que, sin perjuicio de que los 
comparecientes tengan todo el tiempo que les parezca adecuado para realizar su exposición, 
metodológicamente sería conveniente hacer algunas preguntas sobre los temas concretos, en virtud 
del número de puntos que se van a desarrollar. Si no entendí mal, ese fue el planteo del señor Senador 
Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- La intención no es acotar el tiempo, sino ordenarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la sesión de la mañana, la Presidencia pretendió establecer un orden 
dando un tiempo prudencial a cada uno de los participantes, en el caso concreto a los Ediles 
denunciantes, lo que ahora sería trasladado al señor Intendente y sus asesores. En esa ocasión se le 
dijo a la Mesa que era conveniente no limitar la exposición de los comparecientes, sino dejarlos hablar 
todo lo que quisieran, dejando las preguntas para después. Eso fue lo que se dijo y así se actuó. Me 
parece que a esta altura resultaría inconveniente cambiar el criterio, porque supongo que no debe faltar 
demasiado para que la parte acusada termine su exposición. Por tanto, la exhorto a la brevedad, a fin 
de concluir lo antes posible la exposición y dar la posibilidad de preguntar a las señoras y a los señores 
Senadores. 


SEÑORA SALAZAR..- Precisamente, tratando de ser lo más escuetos posible, trajimos la exposición 
por escrito. 


El otro tema que está dentro de este punto es el que tiene que ver con el llamado público 
para realizar las obras de bacheo, al que también se referirá el señor Horacio Bolani. 


SEÑOR BOLAN!I.- El artículo 33 del TOCAF, en el literal l) de su numeral 3), prevé la posibilidad de 
acudir a la contratación directa “cuando medien probadas razones de urgencia no previsibles o no sea 
posible la licitación o remate público, o su realización resienta seriamente el servicio”. 


Cuando esta Administración asume, recibe la red vial en pésimas condiciones de 
mantenimiento, por lo que fue necesario instrumentar procedimientos y mecanismos ágiles para 
mejorar las calles previamente a la temporada estival; sin embargo, el temporal de agosto de 2005 
distrajo la atención de estos trabajos por parte de la Dirección General de Obra, porque fue necesario 
atacar de manera prioritaria los destrozos causados. En octubre ya no había tiempo de instrumentar en 
tiempo hábil una licitación pública para bachear las calles, por lo que se recurrió -por razones de buena 
administración- a un llamado público a todas las empresas del ramo a efectos de contratar 
directamente los trabajos, al amparo del mecanismo previsto en el literal 1) del numeral 3) del artículo 
33 del TOCAF, que prevé la posibilidad de acudir a este tipo de contratación directa, como ya se dijo, 
“cuando medien probadas razones de urgencia no previsibles o no sea posible una licitación o remate 
público, o su realización resienta seriamente el servicio”. 


Debe tenerse presente que, tal como lo señala la prestigiosa Doctrina, no se trata de tres 
hipótesis acumulativas, sino que cualquiera de ellas, separadamente, habilita y fundamenta 
suficientemente la posibilidad de la contratación directa. 


Se presentan ocho empresas al llamado público realizado por la Dirección de Adquisiciones 
de la Intendencia Municipal de Maldonado para proceder al bacheo de varias zonas del departamento 
de manera urgente, dada la cercana temporada turística. Tal era la urgencia que fue necesario 
adjudicar a diferentes empresas las distintas zonas en cuestión, como forma de comenzar cuanto antes 
los trabajos en todas partes a la vez, a fin de cumplir con el objetivo de tener en forma la red vial para 
la temporada. Todas las ofertas recibidas fueron realizadas por empresas capacitadas para la 
ejecución de esas obras. Se decidió lo que se entendió más aconsejable: aplicar una ecuación que 
permitiera lograr una combinación económica posible, contratando cinco de las ocho empresas, 
siempre considerando las ofertas por debajo del promedio ofertado en cada zona. Voy a leer un cuadro 
comparativo que detalla cómo se otorgaron las obras: Zona l, Maldonado y zonas periféricas situadas 
al oeste de Avenida Bulevar Artigas, Empresa Peilmar $. A., por $ 912.270; Zona Il, Punta del 
Este y zonas periféricas al este de Avenida Bulevar Artigas, empresa Buresil S.A., por $ 1:054.223; 
Zona lll, Balneario Piriápolis, empresa Inforal S.A., por $ 1:008.199; Zona IV, Pan de Azúcar, empresa 
Dardo Rodríguez, por $ 811.266; Zona V, ciudad de San Carlos, empresa Consorcio Tracoviax S.C., 
por $ 692.291. 


Una vez adjudicados los trabajos, se comenzó inmediatamente la ejecución de todas las obras 
y no existió ninguna impugnación ni reclamo en cuanto al procedimiento utilizado. 


Cabe consignar que se aplicó ese procedimiento por razones de buena administración. 


Sobre este punto, quizás el señor Subdirector de Hacienda, Raúl Castro, podría ampliar la 
información. 


SEÑOR CASTRO.- En virtud de la urgencia y de la imposibilidad de realizar un procedimiento formal 
de licitación pública ante el advenimiento de la temporada, se instrumentó ese mecanismo del llamado 
público y abierto, a través de la Dirección de Adquisiciones, respetando los principios de igualdad, 
publicidad y concurrencia, a los efectos de poder llevar adelante las tareas en el menor tiempo posible. 
Efectivamente, se presentaron ocho empresas, de las cuales se seleccionaron cinco, una para cada 
una de las zonas en las cuales se había distribuido el trabajo, de manera de demorar el menor tiempo 
posible y lograr soluciones ágiles. Las tres empresas que no fueron seleccionadas habían presentado 
precios más elevados y no realizaron ningún tipo de impugnación. De esa manera, pudo llevarse 
adelante este procedimiento de llamado, implementado el 1” de octubre de 2005. 


SEÑORA SALAZAR..- El siguiente tema contenido en este punto es el relativo a la contratación con 
FUECI. 


Cuando esta Administración asumió, nos encontramos con que había lugares como Pan de 
Azúcar y Piriápolis donde no había mantenimiento de espacios verdes desde hacía más de un mes, 
por incumplimientos graves de las obligaciones laborales por parte de las empresas que debían 
hacerse cargo en ese momento de la labor. Los lugares de trabajo estaban siendo ocupados por sus 
trabajadores, se debían aportes al Banco de Previsión Social, así como salarios, y existían malas 
condiciones en cuanto a herramientas y ropa de trabajo. Por tal motivo, hacía más de un mes que no 
se recogía la basura en esas zonas. 


La situación fue planteada por los trabajadores, quienes ya habían presentado denuncia ante 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, así como en su momento lo hicieron en la Cámara de 
Representantes. La solución que vimos para preservar las fuentes laborales, mejorar las condiciones 
de trabajo y empezar de manera inmediata con la limpieza, fue la de entablar conversaciones con esos 
trabajadores, que se habían afiliado a FUECI. Esta organización armó una bolsa de trabajo en la que 
se incluyó a esos trabajadores y se realizó un contrato que consistía en una donación modal, por la que 
se entregaba determinada cantidad de dinero a cambio de que se hiciera la limpieza. El convenio que 
se hizo con FUECI establecía el horario, las condiciones de trabajo, la entrega de un dinero a los 
trabajadores para asegurar el material necesario para las tareas y para la higiene personal, pero 
además incluyó al INAU, ya que se dispuso que ese Instituto aportara el trabajo de niños y niñas que 
estuvieran en situación de vulnerabilidad social, para que de ese modo lograran tener su primera 
experiencia laboral, cumpliendo una pena alternativa a la detención. 


Esta fue una experiencia única para la Intendencia Municipal de Maldonado, ya que era la 
primera vez que se daba esa situación. Fue una solución que se encontró y significó que los 
trabajadores pasaran a ganar casi el triple de lo que percibían antes, con todas las garantías en las 
normas de higiene laboral. Además, la misma tarea se hizo con mayor cantidad de trabajadores y se 
colaboró con el INAU en su intento de reinserción de los jóvenes en situación de infracción a la ley. En 
realidad, si una se pone a analizar, es un adelanto de lo que luego, por suerte, este Gobierno puede 
concretar a través de las cooperativas sociales, cuando finalmente se abre la ley respectiva. De esta 
forma, justamente, se establece que se las puede contratar sin la intervención del TOCAF, porque la 
finalidad no es solamente realizar un trabajo, sino mejorar las condiciones de trabajo de esas personas 
y la reinserción de aquellos niños y niñas que se encuentren en esta situación. 


En síntesis, lo que podemos decir es que en este convenio con FUECI se mejoraron las 
condiciones laborales en materia de salario, que subió casi un 3%; se les dio oportunidad de trabajo a 
menores en situación de vulnerabilidad social; se realizó el mismo trabajo pero con mayor número de 
personas, con lo cual realizaron las tareas de manera mucho más holgada y no tan exigidos como 
estaban antes. Asimismo, se hicieron todos los aportes al Banco de Previsión Social, a la Dirección 
General Impositiva y a todos los organismos correspondientes y los trabajadores estuvieron en el 
Seguro de Salud. Por lo tanto, consideramos que fue un avance importante y, en realidad, un 
antecedente de lo que luego serían las cooperativas sociales. 


Creo que ahora el contador Raúl Castro podría aportar algunos datos sobre las licitaciones 
públicas realizadas durante esta Administración y la anterior. 


SEÑOR CASTRO.- Simplemente voy a aportar el número de licitaciones públicas que se han venido 
realizando en esta y en la pasada Administración, con el fin de demostrar que cuando se decide 
determinado tipo de camino, no es en base a inexperiencia o rechazo en lo relativo a las licitaciones 
públicas. Por el contrario, esta Administración ha marcado todos los récords en materia de cantidad de 
licitaciones públicas realizadas. 


En el año 2000 se hicieron 29 licitaciones públicas; en 2001, 32; en 2002, 5; en 2003, 29; en 
2004, 6 y en 2005, 2. En esta Administración, en el año 2006 se realizaron 50 licitaciones públicas; en 
2007, 70 y en 2008, 54. Por lo tanto, en materia de realización de licitaciones públicas, esta 
Administración -como dije anteriormente- ha batido todos los récords a la hora de instrumentar este 
mecanismo legal. 


SEÑORA SALAZAR.- Cedo el uso de la palabra a la doctora Laura Doglio, para referirse al siguiente 
tema. 


SEÑORA DOGLIO.- En cuanto a la supuesta acusación de violación del debido proceso en los 
procedimientos disciplinarios, voy a decir lo siguiente. 


En la presente Administración Municipal, los procedimientos disciplinarios se han seguido 
con total y estricto apego a las disposiciones vigentes y cumpliendo todas las formalidades y garantías 
ordenadas en el Reglamento General de Actuación Administrativa, según la Resolución N2 
908/992, de 12 de febrero de 1992, que es la norma que rige en la Intendencia Municipal de 
Maldonado y sería la equivalente al Decreto N* 500 de la Administración Municipal. En particular, en el 
caso del colega, doctor, abogado de iniciales H. A. -y nos referimos a este por cuanto está en los 
Considerandos de la Resolución de la Junta Departamental cuando vota el presente procedimiento- se 
ha cumplido con todas las garantías de defensa del funcionario, quien declaró -además de ser 
abogado- asistido por su profesional, un prestigioso abogado penalista de Maldonado. Tuvo 
oportunidad de presentar cuantiosa prueba documental que adjuntó su defensa, de fojas 48 a 87 en el 
expediente respectivo, que es el N* 2.106/2004. Se le notificó del informe sumarial pertinente y evacuó 
la vista, todo en cumplimiento del debido proceso. Posteriormente recurrió la resolución final del 
sumario. Tiene pendiente actualmente la acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que está en trámite. 


En realidad, los temas que me ha tocado informar están haciendo valer sus recursos 
pertinentes ante la Justicia, en muchos casos, con sentencias favorables al Municipio. Este abogado al 
que nos estamos refiriendo tramitó una acción de amparo ante la Justicia que fue rechazada en 
sentencias de Primera y Segunda Instancia coincidentes en el punto. Digamos también que promovió 
una denuncia ante la Comisión de Ética del Colegio de Abogados de Maldonado en contra de la 
doctora Salazar, Directora General Jurídico Notarial; denuncia que tampoco prosperó. 


Respecto al tema de las subrogaciones, que también incluye este punto, vamos a prescindir 
del encuadre jurídico en función de la necesidad de ser breves, pero digamos que fueron usadas por la 
anterior Administración del Municipio de Maldonado, extralimitando su concepto y alcance jurídico, 
desnaturalizando el instituto y como instrumento para privilegiar, con la consecuente distorsión de la 
carrera administrativa, a determinados funcionarios luego de la rebaja salarial impuesta a la 
generalidad. Debemos indicar que lo que se aplicaba en la Intendencia Municipal de Maldonado y se 
denominaba subrogación no eran tales, ya que no cumplían con la mayoría de los requisitos que deben 
darse para este instituto. Las subrogaciones deben ser, primero, por resolución previa del jerarca de la 
Unidad Ejecutora, la que deberá ser fundada, como todo acto administrativo; sin embargo, todas estas 
subrogaciones eran realizadas por órdenes de servicios. Otro de los requisitos es que deben estar 
entre quienes tengan vocación para el ascenso. En Maldonado existían subrogaciones de hasta seis 
grados violentando el derecho de todos aquellos que se encontraban entre una y otra situación. 
Ninguna subrogación -dicen las normas que las rigen- podrá realizarse por un término superior a los 18 
meses; al asumir esta Administración comunal, había subrogaciones realizadas en el año 1993. Lo más 
importante es que las subrogaciones surgen en virtud de la obligación de sustituir al titular superior en 
caso de ausencia temporaria o acefalía del cargo, es decir que existe una razón objetiva que impone la 
subrogación. Tal situación no se aplicaba y en la inmensa mayoría de los casos el funcionario recibía 
esa llamada subrogación pero no suplía a nadie ni cambiaba su tarea habitual; cambiaba solo, 
obviamente, su remuneración. 


SEÑORA SALAZAR.- Deseo realizar una pequeña apreciación en cuanto a lo que han sido los 
sumarios a partir de esta Administración. 


Como lo indica el Reglamento de Actuaciones Administrativas, debe existir una Oficina de 
Sumarios, Investigaciones Administrativas. Cuando ingresamos, si bien existía esa Oficina, veíamos 
que ante ciertos sumarios de determinados funcionarios municipales, se les sustraía a los abogados el 
sumario correspondiente y se lo destinaba a otros para que lo hicieran. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Puede reiterar la explicación, doctora? 


SEÑORA SALAZAR.- Estamos hablando del procedimiento disciplinario y, en especial, me interesa 
dejar en claro cómo era antes y lo que es ahora. 


Según el Reglamento de Actuación Administrativa, tiene que haber una Oficina de Sumarios. 
Ésta existía antes y ahora también, pero la diferencia es que actualmente todos los sumarios que se 
realizan los hacen los abogados o funcionarios que pertenecen a dicha Oficina. Lo que constatamos 
cuando recién ingresamos es que determinadas conductas de funcionarios municipales que debían ser 
revisadas por un sumario, en vez de derivarse al personal que tenía ese cometido, se les asignaba a 
algún otro que, casualmente, era de confianza o militante del partido de Gobierno para que llevara 
adelante esos sumarios, sustrayéndolos de aquellos que tenían la obligación natural, porque así había 
sido dispuesto. Desde que ingresamos, reitero, todos los sumarios van a esa Oficina pero, además, el 
informe letrado de precepto lo realiza un abogado distinto, a diferencia de cómo se actuaba en aquel 
momento en que dicho procedimiento lo realizaban los dos funcionarios de la Oficina de Sumarios. De 
esta forma, damos mucha más garantía a los funcionarios municipales. 


Otro elemento que me parece que es importante marcar es que con respecto a todos los 
informes del Poder Judicial en que se ha procesado a algún funcionario municipal, nosotros cumplimos 
con la normativa legal que establece que debe realizarse un sumario. Lamentablemente, cuando 
ingresamos nos encontramos con que algunos funcionarios que habían estado procesados con cárcel 
en el Establecimiento “Las Rosas”, figuraban en el Municipio con licencia y no se les había iniciado 
ningún procedimiento disciplinario. Creemos que esta Administración ha dado sobradas muestras de 
igualdad y cristalinidad con respecto a los sumarios administrativos. 


En otro orden de cosas, quisiera realizar una pequeña aclaración. Acá se habla de ceses 
masivos de subrogaciones, cambios de escalafones y ceses de contrataciones. Una medida que toma 
esta Administración cuando recién asume, es la siguiente. Encontramos que había una cantidad de 
funcionarios que eran de confianza de la anterior Administración pero no habían renunciado, sino que 
se mantenían en sus puestos porque habían ingresado directamente en el escalafón administrativo en 
un cargo de Directivos y no en el Escalafón C, de confianza y, con ese argumento, cuando cambia el 
Gobierno, en vez de irse, se mantienen. Esta Administración dicta una resolución por la cual dispone el 
cese de todos esos contratos, es decir, de aquellos funcionarios que ingresaron en el año 2000 y que 
tenían un salario equivalente a los cargos de Dirección. Este fue, justamente, el mecanismo que se 
encontró para poder hacer cumplir la carrera administrativa de los funcionarios porque, como 
anteriormente expliqué, habían ingresado de esa forma y se habían mantenido en sus puestos. Esto 
originó, por parte de ex jerarcas municipales, acciones ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


Informo a los señores Senadores que ya tenemos la primera sentencia que apoya la 
actuación del Municipio y reconoce que fue una violación aberrante de la carrera administrativa de los 
funcionarios haber permitido que ingresaran funcionarios directamente a cargos de Dirección. De esta 
manera, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo concluyó que se había actuado de acuerdo a 
Derecho y el Municipio quedó a salvo de cualquier responsabilidad. Con estas apreciaciones damos 
por terminado este tema. 


El siguiente punto a analizar es el Decreto N* 3.807, relativo a las bonificaciones aplicables al 
Impuesto de Contribución Inmobiliaria. 


En el Decreto N* 3.807 y en la Resolución N* 5.262 de 2005 se establecieron distintas 
bonificaciones aplicables a dicho impuesto y demás tributos que se cobran en forma conjunta. Fue así 
que se dispuso que si el pago se verificaba entre el 1? y el 31 de enero de 2006, se obtendría una 
bonificación del 3%, en tanto que el pago total en el mes de enero o febrero durante dos años 
consecutivos, generaba una bonificación adicional del 1% a partir del segundo Ejercicio, con un 
máximo acumulado del 8%. Según hemos podido ver en los fundamentos, parecería que acá lo que se 
está cuestionando es esta bonificación equivalente a un 8%. Al respecto, debemos decir que quienes 
están cuestionando este decreto invocan el artículo 299 de la Constitución que prevé que los decretos 
de Gobiernos Departamentales que crean o modifican impuestos, no serán obligatorios sino diez días 
después de publicados en el Diario Oficial y se insertarán en el Registro Nacional de Leyes y Decretos 
en una sesión especial. Además, deberán publicarse al menos en dos periódicos del departamento. Se 
afirma que dicho plazo se cumplió el 9 de enero y, teniendo en cuenta que el Impuesto de Contribución 
Inmobiliaria se genera por tramos iguales el 1? de enero de cada año, resulta ilegal la pretensión de 
aplicar dichas normas durante el año 2006. Ante esta acusación, nosotros sostenemos que en el caso 
no resulta aplicable el artículo 299 de la Constitución, ya que las modificaciones establecidas por el 
Decreto N* 3807 y la Resolución N* 5.262/05 no alcanzan a ninguno de los elementos estructurales del 
impuesto del que se trata. En efecto, el fenómeno económico tenido en cuenta continúa siendo la 
propiedad o tenencia de inmuebles sitos en la jurisdicción del departamento de Maldonado, por lo que 
el hecho generador no se ha modificado. Similar consideración merecen las partes de la obligación 
tributaria: tanto el sujeto activo como el pasivo. Del mismo modo, tampoco fueron objeto de 
modificación la base de cálculo o el aforo, ni las alícuotas que sobre esto se aplican. Por lo tanto, no es 
aplicable el artículo 299 sino el 281 de la Constitución, que establece que los decretos que sancione la 
Junta Departamental requerirán, para entrar en vigencia, la previa promulgación por el Intendente 
Municipal. Por su parte, el asesor letrado de la Junta Departamental, en informe de 28 de agosto de 
2006, expresó que en el caso de la Contribución | nmobiliaria, el hecho generador es permanente. Esto 
implica que se configura siempre a principios del año civil, de manera que al tratarse de modificaciones 
-como en este caso- en el monto del tributo, la ley tributaria será aplicable a hechos generadores 
acaecidos antes de su entrada en vigor, por efecto de la aplicación inmediata de la norma y no por 
aplicación retroactiva de la ley tributaria. Esto implica que no se contravinieron las normas vigentes al 
respecto. 


En consecuencia, el decreto departamental que se trata de impugnar y su resolución, en 
realidad no modificó la estructura de la Contribución Inmobiliaria, por lo que no creó un impuesto, no 
modificó los sujetos pasivos y no hubo un aumento ni una disminución. Por tanto, no es el artículo 299 
el que se aplica, sino que lo único que se hizo fue disminuir un 8% una bonificación existente. Antes se 
había dispuesto que podía llegar a un máximo de 10% y ahora se dispuso que el límite sea un 8%. En 
consecuencia, no se trata de la aplicación del artículo 299, sino del 281, que hace referencia a los 
decretos de la Junta Departamental. Además, sobre este punto me interesa informar que el único 
contribuyente en el departamento de Maldonado que ha iniciado una acción de nulidad ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo con relación a este tema es la esposa del ex Director de Jurídica y ex 
Edil, el doctor Guillermo Iparraguerre. 


SEÑOR BOLAN!.- El punto F) refiere a desconocimiento y menoscabo público del control de legalidad 
del Tribunal de Cuentas de la República regulado en su actuación por los artículos 208 y siguientes de 
la Constitución de la República. Al respecto, debemos decir que no encontramos ninguna referencia ni 
en los fundamentos ni algo concreto que permita, en definitiva, hacer descargos al respecto. Por tanto, 
con relación a este punto no tenemos ningún elemento que aportar. 


SEÑORA SALAZAR.- Entonces, pasamos a analizar el siguiente punto, que es el de la construcción 
de casetas de guardavidas. Consideramos que quien puede explicar de mejor modo este tema es la 
Directora de Higiene y Protección Ambiental, la doctora Araújo. 


SEÑORA ARAÚJO.- Vamos a hacer un breve resumen de cómo se procedió en la compra de las 
casetas para guardavidas. 


En agosto del año 2005, la Intendencia Municipal de Maldonado procedió a llamar a 
Licitación Abreviada para la construcción de ochenta casetas de guardavidas, pretendiendo la 
construcción de las mismas a cambio de publicidad, Expediente N* 52/2005, ofreciéndose la 
sponsorización por dos años. Se llamó a licitación el 17 de agosto de 2005, la que fue abierta el 29 de 
setiembre de 2005 y dejada sin efecto el 6 de octubre de 2005, dado el informe de la Comisión Asesora 


que manifestó que la única oferta recibida no cumplía con las especificaciones de las bases de pliego 
particular, en especial, porque se solicitaba pagar el costo total de las mismas con sponsorización. 


En octubre de 2005 los tiempos eran apremiantes porque recién asumía el Gobierno y 
estábamos en momentos previos a la temporada de verano. El 17 de octubre se efectúa un nuevo 
llamado a Licitación Abreviada, Expediente N* 88/2005, pretendiendo la construcción de las ochenta 
casetas a cambio de tres años de sponsorización. Esta licitación se abre con fecha 28 de octubre de 
2005; el 3 de noviembre de 2005 la Comisión Asesora aconseja declarar desierta la Licitación 
Abreviada porque los dos oferentes no cumplen con los requisitos de admisibilidad. Dicho esto, 
además, procede a sugerir que ante el hecho de que se efectuaron dos llamados infructuosos y la 
proximidad de la época en la que se hacía necesario contar con las casetas, se realice la compra en 
forma directa, a los efectos de dar cumplimiento a las necesidades del servicio y aplicando lo dispuesto 
en el literal 1) del apartado 3) del artículo 33 del TOCAR. 


El 4 de noviembre, el ordenador secundario de gastos con facultades delegadas en la 
Resolución N* 125/05 declara desierta la segunda licitación abreviada y dispone y fundamenta la 
adquisición en forma directa de las ochenta casetas para guardavidas, en función de lo dispuesto en el 
artículo 136 y en el referido artículo 33 del TOCAR. 


Con esta Resolución se formó el Expediente N* 6.703/05, donde comienza a tramitarse la 
compra directa de las ochenta casetas, lo que figura a fojas 18 en la copia del expediente que está en 
poder de la Comisión Investigadora de la Junta Departamental de Maldonado. 


Antes de seguir adelante, quiero aclarar que el literal 1) del apartado 3) del artículo 33 refiere 
a la compra directa o por el procedimiento que el ordenador determine, por razones de buena 
administración, en los siguientes casos de excepción: cuando medien probadas razones de urgencias 
no previsibles; cuando no sea posible la licitación o remate público y cuando su realización resienta 
seriamente el servicio. Al final, esto lo debe certificar el Tribunal de Cuentas y debe corresponderse con 
los precios del mercado. Quiero señalar que todo esto se cumplió y que en la página seis de la versión 
taquigráfica de la Comisión Investigadora de la Junta Departamental de Maldonado de fecha 23 de 
noviembre, la delegada del Tribunal de Cuentas, contadora Gabriela Quintero, expresa que se observó 
el gasto y se reiteró por no haber disponibilidad, y que se cumplieron todos los procedimientos 
administrativos. Como se cuestionó que no se firmó el contrato, la contadora explícitamente dice que 
para realizar una compra directa no se necesita una firma de contrato. Esto lo afirman el Director 
General de Hacienda y la contadora delegada del Tribunal de Cuentas. 


Ahora bien, en el primer punto, se dispone la compra y, en el segundo, se presenta la factura, 
se verifica y se dispone el pago. 


Cabe preguntarse: ¿cuándo se aplica el literal | del numeral 3) del artículo 337? Existen tres 
hipótesis para efectuar las contrataciones directas por razones de urgencia: cuando medien probadas 
razones de urgencia no previsibles -en este caso, faltaba un mes para el comienzo del servicio, el 8 de 
diciembre; era previsible, pero ya habían fracasado dos procesos licitatorios-; cuando no sea posible la 
licitación o remate -ya no daban los tiempos para una tercera-; y cuando la licitación resienta 
seriamente el servicio. De todas formas, los tiempos no eran suficientes para hacer un tercer proceso 
licitatorio. Estas tres hipótesis no son acumulativas; cualquiera de ellas, de manera aislada, habilita y 
fundamenta suficientemente el poder contratar directamente. Este es un dictamen efectuado por la 
Comisión Asesora de Adjudicaciones, a propósito de otra Licitación Pública, en mayo de 2007. 


A pesar de haberse podido efectuar una compra directa de las casetas de guardavidas, se 
procede por parte de la Administración a realizar un llamado abierto a carpinteros y a empresas para la 
construcción y colocación de las mismas. Este llamado abierto se realizó el 11 de noviembre de 2005 y 
se presentaron siete propuestas. La primera, Andrés Plada cotizó la construcción de cada caseta por 
un valor de US$ 3.805; la segunda, Blue Line SRL, por un valor de US$ 3.600; la tercera, Luis E. 
Fajardo, cotiza la construcción de cada caseta US$ 4.551; la cuarta, Javier Valiero, por un valor de US$ 
2.300; la quinta, Maderas del Sur, cotizó por US$ 3.430 cada caseta; la sexta, Sandra Muñoz, cotizó 
por US$ 2.090 a US$ 2.533 cada una de las casetas porque, en algunos casos, tenían aberturas de 
aluminio y, en otros, de madera; y, finalmente, “El Facha”, presenta una cotización de US$ 2.640 cada 
caseta. 


Por Resolución N* 316/2006, se propone adjudicar a Sandra Muñoz la construcción de 
sesenta casetas y al señor Valiero la construcción de otras veinte, pero este último termina desistiendo. 
Para no insumir mucho tiempo de los señores Senadores, quiero decir que todo esto consta en actas y 
está profusamente documentado y explicado en el informe de los señores Ediles de nuestro Partido, en 
el Plenario de la Junta Departamental de Maldonado. Como decía, el señor Valiero desiste y así consta 
en actas de fecha 2 de diciembre a fojas 55; del 6 de diciembre, donde él se notifica; y del 7 de 
diciembre a fojas 56, donde se desvincula. 


El 6 de diciembre se presenta el señor Esponda, por el Aserradero Cerro Pelado, quien 
cotiza la construcción de esas veinte casetas que iba a construir el señor Valiero, y de lo cual había 
desistido. Tal como surge de la versión taquigráfica de la Comisión Investigadora de la Junta 
Departamental, desde hacía ya un tiempo venían manteniendo conversaciones con el señor José Luis 
Sosa -nombre que aparece por primera vez- socio de la señora Sandra Muñoz, su cuñada, que era la 
que aparecía frente al Municipio como la ofertante, para hacer las casetas. Precisamente, el señor 
José Luis Sosa había sugerido al propio señor Esponda para la construcción de las veinte que 
restaban. El hermano del señor José Luis Sosa, Julio Sosa, que era el interlocutor ante el Municipio la 
mayor parte de las veces, había señalado en forma expresa que ellos no podían construir más que 60 
casetas. Sin embargo, en la Comisión Investigadora, el señor José Luis Sosa sostuvo que de todos 
modos hubieran podido cumplir. De cualquier forma, luego la realidad demostró que no pudieron 
cumplir ni con las 60 comprometidas. 


En resumen, dado que uno de los principales argumentos ha sido el de que las casetas 
costaron mucho dinero al Municipio de Maldonado, queremos decir que en las dos oportunidades en 
que hicimos el llamado a licitación manejamos un precio de mercado en base a la construcción de 
casetas a nivel de la Intendencia Municipal de Montevideo, que era de US$ 3.000. Es bueno destacar 
que fue muy interesante ese llamado abierto que realizamos a empresas y carpinteros, porque 
podríamos haber realizado una compra directa. De acuerdo con los precios que he reseñado 
anteriormente, se concluye que el precio de mercado ascendía a US$ 3.018, cifra a la que se llega 
tomando el promedio de todas las ofertas. De cualquier modo, finalmente el municipio pagó US$ 2.686 
por cada una, lo que quiere decir que abonó US$ 332 menos que lo que el mercado establecía como 
precio final. 


En definitiva, se construyeron 80 casetas nuevas a un costo de US$ 2.686 cada una, lo 
que hace un total de US$ 214.880. Nuestra intención era hacer estas casetas a cambio de su 
sponsorización, porque cuando asumimos, advertimos que era “vox populi” -lo decían los propios 
guardavidas- que a través de ese mecanismo ingresaba muchísimo dinero que servía para el 
autofinanciamiento. Tal vez por eso realizamos esas dos licitaciones previas a esta compra, pensando 
que con la esponsorización se cubriría el gasto de la construcción de las casetas. Si analizamos los 
antecedentes, no encontramos que en el Municipio de Maldonado haya entrado ni un solo dólar por 
concepto de esponsorización. En cambio, en nuestro Gobierno, inmediatamente después que 
procedimos a la compra de las casetas y resolvimos pagar US$ 2.686 por cada una, realizamos un 
primer llamado abierto -en función de que no daban los tiempos para otra cosa- para la 
esponsorización de las casetas. Concretamente, por la Resolución N* 4.731/2005, de 22 de noviembre 
de 2005, se encomendó un llamado abierto a interesados y se fijó como fecha de apertura el 1% de 
diciembre de 2005. Se presentaron tres ofertas: Washington Rodríguez, OMD, quien pretendía pagar 
por la esponsorización $ 601.000 el primer año y $ 805.000 el segundo y tercer años, a la vez que 
prestaba dos motos de agua y dos camionetas durante la temporada de verano; Ariel Casas, quien 
ofreció pagar al municipio $ 700.000 el primer año y $ 830.000 el segundo y tercer años; y Miguel 
Ángel Der Ohanesian, Media AG, quien ofreció pagar $ 1:051.000 anuales para las temporadas 2005- 
2006, 2006-2007 y 2007-2008. Fuera de hora se presentó otra oferta, de Movistar, que ofrecía 80 
celulares con $ 200 por mes, durante tres meses. 


Finalmente, mediante la Resolución de Hacienda N* 171/2005, se adjudicó a MEDIA AG la 
publicidad, por tres años, por $ 1:051.000 por año, y el 7 de abril del año 2006 se firmó el contrato 
respectivo. Por lo tanto, traducido eso en dólares, ingresaron al Municipio US$ 126.000 por las tres 
primeras temporadas de verano; a esto se le descontaron US$ 12.000 del primer verano, porque no se 
logró terminar de armar veinte casetas. 


En el año 2008 procedimos a licitar la publicidad de las temporadas 2008-2009 -que es la que 
acaba de finalizar- y 2009-2010. Esta fue la Licitación Pública N* 40/08, que dio lugar al 


Expediente -ya electrónico- N* 2.009-88-01-00225, y se adjudicó a Andrea González, a valor de 
$1:000.000 por año. Traducido en dólares, las casetas se autofinanciaron; salieron US$ 214.880 y por 
concepto de publicidad ha estado entrando y va a entrar en el último año un total de US$ 216.000. Así 
que el tan mentado mal uso de los dineros del pueblo no es tal. Además, aclaro que poner casetas 
para guardavidas no es solamente un tema de condiciones de trabajo de los profesionales 
guardavidas, por el clima y por condiciones de salud, sino que es una necesidad hasta por la visibilidad 
de la costa. Por lo tanto, lo teníamos que hacer aunque no se autofinanciara. Pero queremos aclarar 
que las casetas se autofinanciaron. Logramos cumplir con la construcción de las casetas de 
guardavidas en el marco de acciones administrativas y de decisiones políticas colectivas, con costos 
que no perjudicaron a la Administración; al contrario, las casetas eran necesarias pero, además - 
reitero- se autofinanciaron. 


La denuncia penal realizada por los Ediles del Partido Nacional contra la actuación del 
entonces Director General de Hacienda, el economista Mauro Mendiburu, y quien les habla, doctora 
Mary Araújo, fue archivada por el Fiscal y por el Juez competente, de lo cual tenemos copia. 


Voy a decir algo que es importante con respecto al Tribunal de Cuentas. Se argumentó que 
cuando asumimos nosotros, habíamos, casi que caprichosamente, determinado que era necesario 
construir casetas de guardavidas. Queremos decir que cuando asumimos había un déficit de US$ 
29:000.000 o US$ 30:000.000 y habíamos padecido un ciclón extratropical que no solamente tuvo 
como consecuencia 5 muertos y 13 heridos, sino que Punta del Este y toda la zona balnearia de 
nuestro departamento era un aserradero a cielo abierto. Es sabida la importancia que tiene para la 
economía y para el desarrollo de nuestro departamento y también del país la proximidad de una 
temporada turística. Además, cuando asumimos, el servicio de guardavidas estaba en una verdadera 
guerra con el Gobierno anterior; había una serie de juicios cruzados, que aún persisten; en fin, no 
había guardavidas municipales, como sí hay ahora. En aquel momento había 70 casetas de 
guardavidas y nosotros las llevamos a 81, y había 120 guardavidas y ahora tenemos 164. Además, las 
condiciones de trabajo eran muy diferentes y los servicios eran prestados por empresas particulares. 
Con todo este panorama, se manejó por ahí que la construcción de las casetas no era necesaria y que 
casi era un gasto caprichoso de la Administración. 


Voy a referirme, rápidamente, a las conclusiones a que llegaron los Ediles de nuestro partido 
en la Junta Departamental de Maldonado. Hay necesidad, por parte de la Administración, de efectuar 
primero llamados a licitaciones abreviadas y, luego, la compra directa de materiales y contratación de 
80 casetas destinadas al uso de los guardavidas. Según lo expresado por la Directora General de 
Higiene y Protección Ambiental en su comparecencia, a fojas 9 de la versión taquigráfica, se 
necesitaban 80 casetas de guardavidas para cumplir las necesidades del servicio, porque de las 
anteriores solo se pudieron rescatar 30 estructuras que fueron armadas de a pedazos. Se entregaron 
18 en la plaza de los artesanos de Punta del Este para albergar a los que efectuaban diferentes 
trabajos como, por ejemplo, trenzas y tatuajes, y que no estaban dentro de los que contaban con una 
estructura previa, y 12 se colocaron en el Puerto de Piriápolis para los pescadores de Stella Maris. 


Los Ediles expresaron que, lamentablemente, la Comisión no había solicitado en ese 
entonces los expedientes de las licitaciones y de las contrataciones anteriores, así como los informes 
correspondientes, de donde surge que hay documentación sobrada de las piezas faltantes y de las 
formas que se terminaban de armar en todos los años anteriores. Tampoco se solicitó en esa Comisión 
Investigadora la concurrencia de los guardavidas, cuando no hay nadie mejor que ellos para determinar 
O indicar si era necesario tener casetas nuevas. 


No voy a abusar del tiempo, pero debo decirles que hemos traído toda la documentación 
referida a los antecedentes, del año 2002 en adelante, de cada una de las licitaciones, para construir 
casetas de guardavidas. Es importante remarcar la diferencia, porque ahora tenemos casetas de 
guardavidas dignas, con techos, ventanas rebatibles, aleros, balcones, ventanas rebatibles, 
construidas con fenólicos que soportan bien las inclemencias del tiempo, por lo que el guardavidas 
tiene la posibilidad de protegerse de acuerdo a la dirección de la llovizna, el viento o el sol. Lo que 
había eran plataformas con cuatro palos y techos. Los documentos que tenemos dicen que de esas 17 
piezas que constituían el total de las casetas anteriores, el faltante, en la gran mayoría de ellas, era del 
100%; por lo tanto, no quedaba nada. 


En cuanto al procedimiento llevado adelante, basta ver las conclusiones del Tribunal de 
Cuentas -me refiero al informe de nuestros Ediles en la Junta Departamental- que dicen que lo único 
que se observa es el gasto, y no se refiere para nada al procedimiento de contratación utilizado por la 
Administración. Ahora bien, cabe preguntarse cuál es la razón que llevó al Tribunal de Cuentas a 
observar el gasto. En primer lugar, no observa todo el gasto efectuado por el Municipio y la razón 
fundamental es que estábamos ante una nueva Administración, recién llegada al Gobierno, que aún no 
había aprobado su presupuesto quinquenal, por lo cual estaba aplicando el presupuesto anterior; 
evidentemente, no tenía previsión presupuestal, por lo que contemplaba la totalidad de las compras 
efectuadas y, en tal sentido, estaba dentro de las facultades constitucionales observar el gasto, única 
medida que dispuso el Tribunal de Cuentas sobre el tema de las casetas de guardavidas. Además, 
dentro de sus facultades constitucionales y bajo su responsabilidad, el Intendente Municipal dispuso 
reiterar el gasto. 


En conclusión, sobre el tema del procedimiento, debo decir que se ajustó a la normativa legal, 
que es el artículo 33, numeral 3), literal 1) del TOCAF, que habilita a la Administración a comprar 
directamente requiriendo nada más que precios de referencia -que ya los mencionamos- y 
conocimiento del Tribunal de Cuentas. El economista Mendiburu y la contadora delegada del Tribunal 
dijeron que se cumplió con el procedimiento administrativo. Entonces, podemos aplicar ese artículo 33 
sin necesidad de ningún llamado posterior al de las licitaciones abreviadas, pues en las propuestas allí 
presentadas ya se tenían los precios de referencia. Sin perjuicio de ello y tal cual surge del expediente 
relacionado, se prefirió efectuar un nuevo llamado abierto a carpinteros de Maldonado, donde hubo 
siete oferentes. Básicamente, en resumidas cuentas, aquí está lo de las casetas y, si surgen dudas, 
nosotros podemos agregar de dónde surgió la necesidad concreta y cuáles fueron los antecedentes en 
los tres años anteriores. A su vez -lo voy a decir, por lo menos, para que los que quieran profundizar en 
la investigación, lo hagan- había habido una licitación -la N* 109/02- que dio lugar al Expediente 
N“ 5.756/02, en el que se había procedido a una Licitación Abreviada para comprar casetas para 
guardavidas, que casualmente había sido ganada por una sociedad que se llamó Marelo S. A., 
integrada por un Edil del Partido Nacional que estaba en actuaciones en ese momento; y la última 
licitación -después ampliada- que dio lugar a la Licitación N* 127/03 y que fue abierta el 25 de 
noviembre del año 2003, ganada por la empresa Servimar Ltda., cuyos titulares era Claudia Pérez 
Señorano y la doctora María Teresa Señorano. También podemos explicar una larga historia sobre 
estas personas, que eran la señora y la tía del señor José Luis Sosa Basalo, que después hizo 
acusaciones ante esta Comisión Investigadora en la Junta y por lo que estamos llevando adelante un 
juicio penal. 


SEÑORA SALAZAR.- Para el siguiente tema le damos la palabra al doctor Horacio Bolani. 


SEÑOR BOLANI.- El último punto que está considerado dentro de los Vistos, dice: Reiteradas 
asunciones en el cargo de Intendente por parte de los suplentes del señor Intendente, doctor Enrique 
Pérez Morad e ingeniero Alvaro Luzardo, en manifiesta y flagrante violación de las incompatibilidades 
establecidas por el artículo 289 de la Constitución. Lo primero que cabe consignar es que el intendente 
Oscar de los Santos no puede, aunque quisiera, impedir a quien por voluntad ciudadana, mediando 
proclamación de la Corte Electoral y con vocación de ejercer el mismo, pretenda ocupar el cargo 
electivo que le corresponde. En el caso los de primer y segundo suplente de Intendente, del que están 
investidos el doctor Enrique Pérez Morad y el ingeniero Álvaro Luzardo. 


En segundo lugar, la Intendencia de Maldonado, en el Expediente N* 4.623/07, realiza 
una consulta a la Cátedra de Derecho Administrativo de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República, que es contestada por el profesor Grado 5, doctor José Aníbal Cagnoni, quien concluye en 
forma terminante que: “La incompatibilidad regulada por el artículo 289 de la Constitución se aplica a 
los Intendentes que sean titulares del cargo. No se aplica a los subrogantes que entren a desempeñar 
las funciones temporariamente por impedimento (licencia) del titular”. Lo categórico exime de cualquier 
otro comentario. 


En tercer lugar, el Tribunal de Cuentas de la República no tiene competencia para, por sí y 
ante sí -porque, en definitiva, esto se gesta ante una consulta que hacen algunos Ediles del Partido 
Nacional al Tribunal de Cuentas- decretar esta incompatibilidad o inhabilidad. Es preciso señalar que el 
procedimiento a seguir a estos efectos surge claramente de la normativa aplicable. 


Así, en oportunidad en que la propia Junta Departamental hiciera una consulta a la 
Universidad de la República -y que fuera respondida por el doctor Pérez Pérez- respecto a una 
incompatibilidad de una Edila que ejercía funciones y a la vez era permisaria en la feria artesanal, en 
cuanto al procedimiento a seguirse decía: “Arts. 291 y concordantes.- En el caso que motiva este 
dictamen (art. 291), así como en los de los arts. 289 y 290” -que sí son aplicables al caso- 'la pérdida 
inmediata del cargo', impuesta por el artículo 292 también requiere de un procedimiento previo que, 
según se ha entendido en general, es el del llamado juicio político”, aplicable en el plano departamental 
con arreglo a lo dispuesto en los artículos 296, 102 y 103 de la Constitución. Por ejemplo, Aréchaga 
sostenía (refiriéndose al caso de los Intendentes y miembros de las Juntas Departamentales), que “la 
solución al problema que ha dado la Ley Orgánica Municipal” me parece la correcta. Se deberá aplicar, 
en este caso, el procedimiento previsto por el art. 250 (actual 296) de la Constitución: la Junta, por el 
voto de un tercio de sus miembros, denunciará la existencia de la incompatibilidad o la infracción de la 
prohibición ante el Senado, y el Senado pronunciará la separación del cargo por la mayoría especial 
requerida por dicho artículo. En uno u otro caso, estaremos ante una hipótesis de violación de la 
Constitución por parte del Edil o del Intendente que se mantenga en su cargo sin haber denunciado la 
incompatibilidad, o que, estando en ejercicio del cargo infrinja las prohibiciones impuestas por los 
artículos anteriores”. Esto es referido a quienes infrinjan las normas, que en este caso habrían sido el 
primer y segundo suplente del Intendente Oscar de los Santos; no cabe juicio político al Intendente 
Oscar de los Santos”. Se sigue diciendo: “Cabe observar dos cosas: Los párrafos 2” y 3” del art. 38 de 
la Ley Orgánica Municipal no hacen referencia expresa a las disposiciones constitucionales citadas, 
aunque en líneas generales las aplican correctamente. Su texto es el siguiente: 'La inobservancia de lo 
dispuesto en este artículo y en el 9” de la presente ley, importará la pérdida inmediata del cargo, que 
será decretada por el Senado, previa acusación de un tercio de votos de las Juntas Departamentales. 
El Senado podrá separarlos de sus destinos por dos tercios de votos del total de sus componentes”. La 
disposición actual comprende expresamente a los miembros de las Juntas Locales, que no están 
sujetos a la acusación ante el Senado prevista en el artículo 296 de la Constitución. En ese caso, 
siempre que se trate de Juntas Locales no electivas, correspondería aplicar el art. 273, ord. 5* de la 
Constitución, que incluye entre las competencias de la Junta Departamental la de “destituir, a propuesta 
del Intendente y por mayoría absoluta de votos del total de componentes, los miembros de las Juntas 
Locales no electivas”. Si se tratara de un miembro de una Junta Local Autónoma electiva (como la de 
San Carlos), estaríamos ante un vacío constitucional que debería llenarse por vía legislativa o 
interpretativa. Como el presente dictamen ha sido solicitado en relación con una integrante de la Junta 
Departamental, no considero necesario extenderme sobre el punto”. Esta consulta fue efectuada por la 
Junta Departamental de Maldonado el 29 de agosto de 2007, dirigida a la Decana de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República, evacuada por el Profesor Grado 5, Doctor Alberto Pérez 
Pérez. 


La claridad en cuanto al procedimiento a seguirse en el caso que nos ocupa es palmaria, y 
no se conoce que los Ediles denunciantes ni su partido hayan ensayado procedimiento alguno en los 
ámbitos que corresponden respecto a quienes ejercieron las suplencias mencionadas. 


Para aclarar aún más, a título de ejemplo -y esto va por nuestra cuenta- no podría tampoco el 
Tribunal, ante la comisión de un ilícito por parte de un funcionario público que importe la pérdida de la 
calidad de tal, antes de que se pronuncie el juez penal competente, por sí y ante sí, decretar que ha 
perdido la calidad de funcionario público u observar el gasto que, en definitiva, es con el que se le 
abona su sueldo. De hacerlo estaría exorbitando sus competencias y vulnerando normas de rango 
constitucional que consagran el derecho al debido proceso y las formas de instrumentarse. 


Conforme a lo explicitado, surge claramente que tanto el doctor Enrique Pérez Morad como 
el ingeniero Álvaro Luzardo han sido electos por voluntad ciudadana y proclamados por la Corte 
Electoral para ocupar el cargo de primera y segunda suplencia de Intendente en la Intendencia 
Municipal de Maldonado -el Intendente no tiene potestades para impedir que asuman en caso de 
vacancia-; que conforme a la consulta realizada por la Intendencia Municipal de Maldonado, a la 
Universidad de la República, evacuada por la Cátedra de Derecho Administrativo, en la persona del 
doctor José Aníbal Cagnoni, Grado 5 de Derecho Administrativo y Grado 5 de Derecho Constitucional 
de la Facultad de Derecho, no existe impedimento legal alguno para que ejerza y ocupe el cargo de 
suplente de Intendente en caso de licencias temporales del mismo. 


Por último, qué no se ha desplegado ningún procedimiento hábil para desinvertirlos de tal 
calidad, conforme a normas y derechos consagrados en la Constitución de la República y en la Carta 
Orgánica Municipal. 


En suma, el doctor Enrique Pérez Morad y el ingeniero Álvaro Luzardo tienen legitimación 
suficiente para ejercer el cargo de suplente de Intendente, habiendo mediado proclamación por el 
órgano competente, en virtud de la voluntad ciudadana; no existe impedimento legal que obste su 
ejercicio en caso de vacancias temporales, no se ha ensayado procedimiento legal alguno tendiente a 
declarar la incompatibilidad o inhabilidad del mismo; el Intendente Municipal de Maldonado, Oscar de 
los Santos, no tiene potestad para impedir que el titular del cargo de suplente lo ocupe durante su 
licencia. 


Por ello, inequívocamente la desafortunada acusación de violar la Constitución y la ley, 
referida al Intendente Oscar de los Santos, así como a sus suplentes Álvaro Luzardo y Enrique Pérez 
Morad, y la insistencia en la misma aun luego de explicitadas las explicaciones y fundamentos, carece 
de todo sustento jurídico y obedece a razones extrajurídicas y sólo se explica en el marco de una 
campaña mediática desplegada por la oposición, con el oscuro propósito de desacreditar la 
administración del Frente Amplio en las personas de sus principales referentes. 


SEÑORA SALAZAR.- Luego de haber culminado con todas estas exposiciones, me gustaría hacer una 
referencia y un cierre. 


Este es un tema del que se ha hablado bastante. Hoy aclaré por qué el contrato con Satenil 
S.A. no era un monopolio, aunque quizás no expliqué bien otros aspectos de este contrato. Quiero 
señalar que no solo se hicieron todas esas otras licitaciones de publicidad sino que, además, Satenil 
S.A. tenía la posibilidad de instalar la publicidad en aquellos lugares del departamento donde hubiera 
instalado mobiliario urbano. Ello quiere decir que son solamente algunas zonas del departamento y no 
todo, como se dice de mala manera, porque debe ser el contrato más público de todo el Municipio, ya 
que ha andado por todos lados. De su texto surge claramente que podía hacer la publicidad en 
aquellos lugares donde hubiera instalado señaléctica o en las casillas de protección en las paradas de 
ómnibus. En el resto de los lugares, Satenil S.A. no tenía que hacer la publicidad sino que, en cada una 
de esas ocasiones, la Intendencia tenía la posibilidad de otorgar la publicidad al que considerara que 
hiciera la oferta más ventajosa. Cuando hoy hablé de por qué esto no era un monopolio, me faltó 
aclarar este punto. 


A modo de cierre del tema, queremos decir lo siguiente. Aquí se pretende un juicio político 
por violaciones a normas y decretos departamentales. Me parece importante dejar en claro que los 
únicos decretos departamentales que han sido declarados inconstitucionales por la Suprema Corte de 
Justicia han sido todos del gobierno del Partido Nacional y no ha habido uno solo de este Gobierno que 
haya sido declarado como tal. Se declaró inconstitucional la rebaja salarial de los trabajadores, la tasa 
de habilitación higiénica y la tasa bromatológica, con evidentes perjuicios económicos para esta 
Administración. Pero fueron todos decretos de la Administración del Partido Nacional y ni uno solo de 
este Gobierno. 


Asimismo, me interesa dejar bien en claro que son muchísimos los juicios iniciados contra 
esta Administración y por dos motivos. Por un lado, nos encontramos con el hecho insólito de que 
prácticamente todas las empresas del país iniciaron juicios por la tasa bromatológica. Pero, a pesar de 
que este era un decreto que existía desde la época del Gobierno de Antía, esperaron a que ganara 
este Gobierno del Frente Amplio para que absolutamente todos, grandes superficies, harineras, 
bebidas, etcétera, iniciaran los juicios de inconstitucionalidad, a los que la Suprema Corte de Justicia 
dio la razón. Pero, además de ello, todos los juicios que se han iniciado por actos de este Gobierno - 
muchos de ellos de ex jerarcas del gobierno pasado- y que tienen ya sentencia definitiva, han salido 
favorables a esta Administración. 


Finalmente, de las denuncias penales realizadas tanto por el Partido de oposición como por 
esta Administración -luego de haber llevado adelante investigaciones administrativas internas y 
haberlas elevado a conocimiento en sede penal- podemos decir que algunas se han archivado, otras 
siguen en trámite y la única que ha culminado en un procesamiento es la que hizo esta Administración 
en torno a las viviendas de interés social, por la que fueron procesados tres funcionarios -dos de ellos 
con prisión- siendo uno persona de confianza de la anterior Administración. 


Esta es la concreta información que tenemos en cuanto a lo que puede significar violaciones 
de leyes y decretos. 


Debemos aclarar que si bien es cierto que en los últimos días ha habido un procesamiento 
con prisión de un ex Director de la anterior Administración, no fue por hechos relacionados con el 
Municipio sino por otro tipo de maniobra delictiva y, por lo tanto, no lo tenemos en cuenta. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Terminadas las consideraciones sobre los aspectos denunciados en 
cuanto a la eventual inconstitucionalidad que ameritaría el juicio político, no tengo nada más que decir, 
señor Presidente. 


SEÑOR MOREIRA.- Como la exposición ha sido extensa y fueron varios los puntos considerados, 
también son varias las preguntas, dudas y discrepancias, sobre todo respecto a algunos conceptos 
jurídicos que aquí se han vertido. 


Aunque la delegación ha hecho apreciaciones de tipo político que se podía haber ahorrado, la 
discusión no la vamos a dar en este recinto, porque los Senadores presentes estamos aquí para 
obtener elementos de prueba y jurídicos, y no para establecer juicios tendenciosos, especialmente 
cuando todavía no sabemos qué es lo que vamos a hacer. Hemos escuchado lo que se ha dicho, y 
entre alguna documentación que ya teníamos y otra que se nos hizo llegar en el día de hoy, veremos 
cuál es la posición que tomará la Bancada del Partido Nacional. 


He estado observando las reiteradas observaciones del Tribunal de Cuentas en cuanto a la 
aplicación de las normas en lo que respecta al tema de Satenil S.A., y en lo referido a los contratos que 
estaban vigentes y dieron lugar a juicios de reclamación contra la Intendencia, sobre uno de los cuales 
hay un fallo muy reciente que no he tenido ocasión de estudiar y sobre el cual no voy a hacer ninguna 
apreciación porque hay que analizarlo con detenimiento. 


Ahora bien; al margen de un déficit de US$ 30:000.000 -que me parece que muy poco tiene 
que ver con la asignación de publicidad- el tema del temporal que tuvo consecuencias fatales para el 
departamento de Maldonado  -que conozco muy bien porque concurro asiduamente- ¿qué efectos tan 
especiales tuvo sobre el equipamiento urbano en lo que hace a los resguardos peatonales? ¿Destruyó 
todos los resguardos peatonales del departamento de Maldonado o sólo algunos? ¿Fue absolutamente 
imperioso celebrar un contrato en tales términos y al amparo del artículo 50 de un Decreto municipal 
que no prevé un procedimiento competitivo para la contratación? Si bien se trata de una contratación 
administrativa y la competencia es siempre un principio rector de las contrataciones del Estado, aquí 
había un proyecto de iniciativa privada que estaba en curso al amparo de la Ley N* 17.555, que se dejó 
sin efecto como consecuencia -creo- de ese temporal. En realidad quiero que se me explique, porque 
no entendí bien. 


El Tribunal de Cuentas menciona que en la Resolución de la contratación de Satenil S.A. se 
invoca, por un lado, el artículo 50, y por otro, el artículo 33 del TOCAF. Quisiera saber por qué se 
invocan las dos normas. El artículo 50 refiere al contrato de patrocinio y el artículo 33 del TOCAF 
permite la contratación directa por razones de urgencia; se trata de una salida excepcional dentro del 
régimen general de la licitación pública, abreviada o común. Me gustaría saber si existió urgencia o no. 
El temporal del 23 de agosto, ¿destruyó todo el equipamiento en materia de resguardos peatonales en 
Punta del Este, o en todo el departamento? Realmente lo ignoro y me gustaría que se me aclarara. 


Acá se ha señalado que la práctica de la urgencia ha sido común en las anteriores 
Administraciones -se habla de que fue utilizada en dieciocho oportunidades- y como se la ha criticado 
tanto, quisiera saber por qué se utilizó el mismo procedimiento. Se señala que dicho instrumento se ha 
utilizado muchas veces sin que el Tribunal de Cuentas realizara ninguna observación, y ahora sí las 
hace. 


Por otro lado, la firma “El Hornero” y otra cuyo nombre no recuerdo, hacen una reclamación 
porque tenían un contrato de patrocinio. Quisiera saber si en lo que refiere a la publicidad, el contrato 
de patrocinio era igual al de Satenil S.A.; me gustaría que se me aclarara cómo se realizaba la 
publicidad de las empresas anteriores y cómo la de Satenil S.A. ¿Era lo mismo, o unas tenían que 
colocar la propaganda en los resguardos y la otra la podía poner, además, en otros lugares? Pregunto 
esto porque en algún momento se mencionó que contemporáneamente existía otro contrato de 
patrocinio para la Maratón de San Fernando y los paradores, y me gustaría que se explicara cómo 
estaba instrumentado. Quisiera que se me dijera si era lo mismo, o si Satenil S.A. colocó publicidad en 


otros lugares a cambio de una contraprestación que era la refacción de la Plaza Artigas de Punta del 
Este. 


Concretamente, las preguntas son las siguientes. ¿Por qué ahora se cambia el procedimiento 
y se utiliza el patrocinio? En caso de que se hubiera utilizado por razones de urgencia, ¿cuáles eran 
dichas razones? ¿Por qué se invoca ahora el artículo 33 del TOCAF? Se ha dicho que es el mejor 
negocio que ha hecho la Intendencia en años. ¿Por qué no lo hicieron con el primer contrato de 
patrocinio? Observo que hay un contrato que implica un canon anual de US$ 410.000, más un 
equipamiento urbano de US$ 78.000, lo que está significando US$ 490.000 por año. Anteriormente, la 
contrapartida había sido de US$ 90.000 en tres años y ahora, reitero, es de casi US$ 490.000 anuales. 
¿Por qué no se utilizó antes y se decide ahora cambiar la modalidad de contratación, con un resultado 
a todas luces más beneficioso para la Intendencia? Insisto en que ahora se lleva a cabo un 
procedimiento competitivo, como lo es la Licitación Pública, con un resultado económico estupendo. 
Entonces, ¿por qué no se hizo antes? No hay duda de que la transparencia de un procedimiento de 
licitación no se puede comparar con un convenio de patrocinio en el que hay un solo oferente y no hay 
competencia entre empresas. En realidad algunas empresas recurrieron porque se sintieron 
perjudicadas, porque ya estaban utilizando esos resguardos. 


He sido Intendente Municipal e imagino que el Intendente Oscar de los Santos busca lo mejor 
para su departamento, pero quisiera que se me explicara por qué se toman esas decisiones: por qué 
varía el criterio de contratación; cuál fue la urgencia; si el temporal que azotó al departamento de 
Maldonado lo dejó sin refugios peatonales y lo obligó a adoptar esta modalidad del patrocinio que tanto 
se criticó por haber sido aplicada por la anterior Administración. Pero aquí no estamos juzgando a la 
Administración anterior, sino que nos encontramos ante un juicio político respecto a actos 
administrativos que causan determinados efectos jurídicos. Por eso, me gustaría limitarme a ese tema. 
Dejo planteadas estas interrogantes al Intendente y sus asesores. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Un primer punto a destacar es la garantía en este proceso, y aclaro que 
dejaremos a los señores Senadores la documentación que estamos manejando ahora. Pero también 
queremos reclamar las mismas garantías en un procedimiento en el que se ha explicado 
exhaustivamente cada uno de los temas que indicaron que se llevara adelante este juicio político. Nos 
preocupa que se reiteren preguntas que fueron profundamente explicadas. Voy a tomar como un 
elemento de referencia, porque parto de la base... 


SEÑOR MOREIRA.- Aquí no fueron explicadas; no estamos en la Junta Departamental, sino en la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado de la República. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Estoy planteando las garantías que debe tener el conjunto de los actores, 
y particularmente el Intendente, que representa una Institución, en el proceso de un juicio político. Este 
Intendente y este Gobierno enfrentan en los Juzgados una serie de acciones legales -estamos 
hablando de separación de Poderes- y algunos fallos de la Justicia ya confirman que la Administración 
actúa en función de los decretos, las leyes y la Constitución. Hay otros aspectos que han sido 
profundamente explicados desde el punto de vista jurídico, destacando que gobernamos aplicando la 
Constitución, las leyes y los decretos. 


Sin embargo, no cabe duda de que las garantías del proceso también deben ser para la 
Institución, y advierto que las acciones que deriven de las conclusiones de la Comisión -que 
respetaremos en el marco del profundo respeto que tenemos por la democracia- no deben enmarcarse 
en el tratamiento de una situación de no comprensión, donde se han hecho enérgicas acusaciones de 
carácter político que llevan al juicio político. 


Los puntos vinculados con aspectos técnicos y jurídicos se dirimen en el Poder Judicial; acá 
estamos hablando de violación de la Constitución por parte de un gobernante, con lo que se pueden 
estar poniendo en tela de juicio sus profundas tradiciones democráticas, tendientes a asegurar 
derechos a todos. 


Es cierto que los señores Ediles actuaron en el legítimo ejercicio de su derecho a hacer 
pública una denuncia relativa a violaciones de las leyes y la Constitución, o vinculada a actos de 
corrupción. Es más: como funcionarios y como representantes están obligados a hacerlo. Sin embargo, 


estos últimos meses la figura del Intendente de Maldonado -y el Gobierno de Maldonado en sí- se ha 
encontrado en una situación de ataque sistemático, que puede dejar lesiones a esa figura 
circunstancial y pasajera. 


No me queda claro cómo se puede tener una actitud distinta frente a dos situaciones idénticas 
con respecto al convenio de patrocinio; me refiero a este Gobierno y a experiencias anteriores que para 
nosotros estaban ajustadas a Derecho. Yo estuve en toda esta reunión y he estado en la Junta 
Departamental cuando el Gobierno era ejercido por otro Partido. Solicito que se revise si hay alguna 
denuncia de algún Edil del Partido Nacional, del Partido Colorado o del Frente Amplio con respecto a la 
violación de las leyes o la Constitución por la firma de un convenio de patrocinio. No existe. Por lo 
tanto, como Intendente, no tengo que asumir que actos que nunca se calificaron de ilegales o de 
inconstitucionales, obligaron a tener que llegar al juicio político en el Senado por la firma de un 
convenio de patrocinio. No es así, porque se actuó en el marco del Derecho. Estamos comparando los 
19 convenios de patrocinio, que tienen las mismas características, pero éste es el mejor. Y estamos 
haciendo la comparación porque son los antecedentes que tenemos y porque no creemos, señor 
Presidente, que la vida del Estado nace con nosotros, con este Gobierno, sino que es un proceso de 
acumulación de elementos documentales, experiencias y prácticas. En el marco de ese proceso 
utilizamos como puntos de referencia informes del Área Jurídica y Notarial de la anterior Administración 
que, primero, indicaban que había que terminar con esos contratos. Aclaro que las indicaciones eran 
para el anterior Intendente. En forma paralela, los informes indican que hay otra empresa interesada en 
llevar estos servicios adelante a través del mecanismo de convenio de patrocinio. Si el señor 
Presidente observa la línea de razonamiento que intento hacer, podría decirle que tenemos otra que 
tiene que ver con los paradores municipales. Nosotros renovamos el contrato de aquellos paradores 
municipales que habían cumplido con el mecanismo previsto en los procesos licitatorios anteriores. En 
estas empresas que prestaban el servicio de mantenimiento y mobiliario urbano, había sendas 
recomendaciones en el sentido de que se terminara con esos convenios que provenían de los 
anteriores cargos de confianza del Gobierno y que indicaban al señor Intendente que no se estaban 
cumpliendo; por lo tanto, los convenios de patrocinio tenían que caer. Entonces, en el marco del 
Derecho y con las facultades que nos da el Decreto Departamental, resolvimos generar un convenio de 
patrocinio no por cinco años, sino por tres. Esto está establecido en la Resolución donde se determina 
que la fecha de terminación del convenio de patrocinio es por tres y no por cinco. Es más, señor 
Presidente, durante esos tres años no modificamos el contenido del convenio de patrocinio; no hicimos 
lo que pasó en el año 2002, donde sobre la base de una solicitud de las empresas que todavía no 
habían firmado el convenio de patrocinio, que aún no habían depositado la garantía para llevar 
adelante la tarea, le piden al Intendente de aquella época que rebaje las obligaciones. En el año 2002, 
el Intendente, en el marco de su legítimo derecho, resuelve modificar las condiciones que había 
establecido en el 2001 y fijar las bases de las condiciones de un convenio de patrocinio, y no estoy 
hablando de ¡legalidades. En definitiva, se les otorgaba mayor beneficio a dos empresas y, al mismo 
tiempo, se rebajaba el salario a tres mil trabajadores. Estos son datos que se pueden constatar. Esto 
fue lo que encontramos cuando nos enfrentamos a una demanda de inconstitucionalidad por rebaja 
salarial, por un lado, con respecto a los trabajadores y, por otro, una línea que decía que como proceso 
evolutivo estos convenios no podían continuar. Nos recomendaban que contratáramos a la empresa 
Hikone S.A., y eso fue lo que hicimos en el marco de nuestras competencias. 


Solicito que se me permita hacer una referencia muy específica cuando se habla de la plaza 
de Punta del Este y de los US$ 90.000. Con el mayor de los respetos, señor Presidente, quiero decir 
que tengo derecho, si estoy denunciado desde el punto de vista político por cometer 
inconstitucionalidades, a que quienes me juzguen tengan conocimiento de los antecedentes y del 
material existente, ya que el convenio de patrocinio está firmado. Entonces, no voy a contestar porque 
parto de la base que voy a tener todas las garantías de ese convenio de patrocinio que se firmó -y no 
del de la anterior Administración que no se firmó- donde está establecida cada una de las 
contrapartidas. Y no lo voy a hacer porque los compañeros del equipo de Gobierno no lo hicieron: 
hablaron de la representación en el Aeropuerto de Brasil, hablaron del cambio de mobiliario urbano 
sobre la faja costera, sobre aspectos vinculados a la formación de la publicidad que en ese proceso 
nos permitieran tomar dos opciones, que no logramos aplicar porque estamos analizando aspectos 
constitucionales. Pero tanto este Senado como la Cámara de Representantes, votó una asociación del 
Municipio con las empresas privadas, que fue solicitada por nosotros. Es más, algunos queridos 
compañeros Senadores nos reclaman por qué no hemos logrado ponerla en práctica. Nuestra idea es - 
y sigue siendo- generar una corporación mixta de turismo entre el sector privado y el Municipio. Esto 
fue pensado como una fuente de recursos después de tener determinado el fin que le íbamos a dar a 
esa corporación, de forma directa para que la trabajaran y la explotaran ellos, o a través de los 


recursos que pudiera generar una licitación. Esa era la estrategia del Gobierno dentro de su 
competencia y de acuerdo con el marco legal. Quiere decir que desde el punto de vista político hay 
valoraciones para realizar, pero desde la óptica del proceso no cabe duda que hay que analizar si 
efectivamente se violaron las leyes y la Constitución. Ahora bien, entiendo que en términos de 
decisiones políticas, en el marco de la ley y de la Constitución, el Senado no puede juzgar al 
Intendente, salvo que viole la Carta. Nosotros queremos reiterar esa voluntad expresa, porque fue una 
decisión de Gobierno adoptada en el marco de las leyes vigentes y de decretos que se aplicaron en 
Maldonado en diecinueve oportunidades. Justamente, son esos antecedentes los que tomamos como 
referencia. 


En el resto de esta jornada de trabajo espero recibir, con relación a los otros ocho puntos, 
aspectos que me indiquen -frente a las respuestas planteadas desde el punto de vista constitucional, 
legal y político- cuáles son los elementos en los que no se coincide. Aclaro que no me refiero a dudas, 
que son legítimas y no cuestiono, sino al hecho de que el planteo es mucho más sólido y firme sobre la 
base de la documentación, los convenios y las resoluciones que nos permitan ver qué aspectos son 
inconstitucionales. De no ser así, a mí también me estaría generando la duda acerca de cómo abordar 
este tema. Si bien parto de la base de que tengo plena confianza en el Senado -Poder independiente 
del Estado- solicito la garantía de que cuando se comparen los convenios de patrocinio anteriores con 
los actuales, se tomen en cuenta los dos, es decir, uno que se firmó y la resolución de un Intendente, 
cuyos asesores le decían que la tenía que hacer caer. Esto es, por lo menos, lo que solicito para poder 
medir si fue o no redituable para el departamento de Maldonado. 


En este proceso, no encuentro respuesta a la pregunta de por qué un Gobierno en cuatro 
años logra armar una infraestructura y un objeto de licitación, saliendo de un convenio de patrocinio 
que recibió muchos más bienes mobiliarios, mejora en plaza, cartelería -incluida la de los Aeropuertos 
del exterior- y logra, en paralelo, a través de un proceso de licitación, el pago de un canon de US$ 
410.000 por año. Esa es la experiencia que recogió este Gobierno en un período de casi cuatro años. 
Solicitamos disculpas por los datos que tomamos de los otros Gobiernos, pero en los quince años 
anteriores no ingresó un peso y el convenio de patrocinio existía y se aplicaba. Entonces, no quiero 
cotejar ni comparar; simplemente, estoy planteando que este Gobierno actuó en el marco de la ley y de 
la Constitución y tiene una estrategia, por ejemplo, en el marco del manejo de la publicidad, no sólo 
estática o de mobiliario urbano, sino en la móvil, donde hay un proceso de licitación, en la de los 
paradores -donde se mejoraron sus condiciones para tener publicidad- y en otros eventos que 
reservamos para nosotros. Ahora bien, señor Presidente, no tenemos convenios de patrocinio de 
cabinas telefónicas a cambio de la utilización de teléfonos, pero sí tenemos que sacar nosotros con 
una grúa -debido a convenios celebrados anteriormente- cabinas telefónicas como las inglesas, para 
tirarlas. Estos aspectos pueden ser juzgados desde el punto de vista político, de gestión, pero no 
hablan de ilegalidad, de inconstitucionalidad ni de juicio político. En definitiva, en este cuadro 
comparativo, ¿cuáles son los elementos que nos indican que en estos aspectos que tienen que ver con 
la aplicación de las leyes -porque aplicamos las leyes y los decretos municipales en el marco de la 
Constitución- no cumplimos con las obligaciones que la gente nos encomendó, entre ellas, lograr la 
transformación de Maldonado? Esto obedece a que, como encontramos el Departamento muy mal 
encarado, comenzamos a hacer obras y lo estamos cambiando paulatinamente. A ello, agregamos 
transparencia en los procesos y en los mecanismos, que son conocidos por el conjunto de la 
comunidad que nos permite hoy estar en este ámbito. 


SEÑOR MOREIRA.- Disculpe que insista, señor Presidente, pero formulé una serie de preguntas y no 
he recibido respuesta alguna. Consulté acerca de si los resguardos habían sido absolutamente 
destruidos por el temporal, de cuáles eran las razones de la urgencia alegada y de por qué antes se 
realizó ese procedimiento mientras que ahora se llamó a licitación. Según ha manifestado el 
Intendente, el resultado económico ha sido mejor y hasta ha hablado de US$ 410.000, a los que hay 
que sumar US$ 78.000. 


SEÑOR DE LOS SANTOS..- Si el señor Presidente lo permite, cedería el uso de la palabra a la doctora 
Salazar para que reitere lo que el doctor Bolani expresó de forma contundente. 


DOCTORA SALAZAR.- Quisiera formular algunas precisiones respecto de la metodología. Cuando se 
presenta la empresa Satenil S.A. aduciendo el régimen de iniciativa privada -el mismo día del temporal 
que, lamentablemente, a Maldonado le costó mucho y no solamente en vidas- no cumple con todos los 


requisitos legales que implica la presentación de una propuesta de este tipo y, por lo tanto, no pudo ser 
considerada como tal. 


Por otro lado, el señor Senador mencionó que Hikone S.A. tenía contrato vigente. 
SEÑOR MOREIRA.- No fue eso exactamente lo que dije. 


SEÑORA SALAZAR.- De acuerdo, pero la sentencia judicial no establece que tenga contrato vigente a 
partir de que asumimos, puesto que su convenio terminó con la Administración anterior. A esto 
debemos sumar que se habían producido graves incumplimientos. 


El contrato de patrocinio implica que no se recibe dinero sino obras por un monto 
equivalente. Entonces, mediante este contrato de patrocinio se fija un monto mínimo a los efectos de 
asegurar determinado tipo de obras. 


En lo que tiene que ver con la situación de los resguardos peatonales, debo decir que 
cuando llegamos a la Intendencia advertimos los incumplimientos de la empresa. De todos modos, 
creo que esto podrá desarrollarlo con más detalle el Director de Planeamiento y luego el señor Director 
de Jurídica podrá explicar el tema de la fundamentación. 


SEÑOR RIELLA.- Complementando lo que decía la doctora Salazar, quiero señalar que a la fecha del 
temporal y de establecerse el convenio de patrocinio, el estado general de todos los resguardos 
peatonales mostraba una falta total de mantenimiento. Esa situación es independiente de los destrozos 
puntuales que provocó el temporal. Además, estaba en franco deterioro la infraestructura de cartelería 
de señalización de ingreso a las playas, de portaplanos, de información turística y elementos del 
nomenclátor. Era claro que hacía meses que no recibían ningún tipo de mantenimiento. Sin duda, esos 
fueron elementos que se incorporaron al convenio de patrocinio como una obligación de la empresa 
Satenil S.A. El planteo que la empresa hace el 23 de agosto es con la finalidad, si se quiere, de 
empezar a desarrollar publicidad a cambio de una contrapartida en un sector específico de la ciudad, 
como lo es la plaza de los artesanos. En ese momento se empezó a entender que había necesidad de 
hacer un urgente trabajo de mantenimiento y reacondicionamiento de los resguardos y todo el 
equipamiento urbano existente -por ejemplo, señalización de ingreso a playas, nomenclátor, etcétera- y 
a su vez se vio la necesidad de incorporar nuevos resguardos, que se hicieron mediante este convenio 
de patrocinio. La empresa convino asumir toda una serie de obligaciones a cambio de tener la 
publicidad en el departamento de Maldonado. Y hay también una serie de obligaciones que se atribuye 
la empresa a la firma de este convenio. En este sentido, si se comparan las posibilidades o las 
obligaciones que la empresa tenía en el momento en que se firma el convenio con la nueva licitación, 
se puede apreciar que esta última es mucho más ventajosa porque no tiene tantas obligaciones como 
al momento de realizarse el convenio, en el año 2005. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quisiera, a efectos de que quede clara la exposición del señor 
Intendente y de sus asesores, que se explicara lo siguiente. De acuerdo con lo que ha entendido la 
Presidencia -si no es así, les pido que me corrijan- el contrato de patrocinio no implica el ingreso de 
ningún elemento dinerario a la estructura del Municipio, sino que es el intercambio de la prestación de 
un servicio por patrocinamiento. Esa base se estimó, en el caso de los US$ 90.000, como el mínimo de 
lo que tenía que representar, desde el punto de vista teórico, la inversión de la empresa que tenía el 
patrocinio. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- En realidad, en el marco del convenio de patrocinio, la inversión de la 
empresa Satenil S.A. fue de más de US$ 400.000 en mobiliario urbano, en paradas de ómnibus, en 
cartelería, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero se manejaron US$ 90.000. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Sí, esa cifra se manejó por parte de un señor Senador, pero no coincide 
con lo que en realidad se invirtió. Aparte de eso, hubo mejoras en la Plaza de Punta del Este por una 
cifra de US$ 90.000. Es decir que a Maldonado le quedó un mobiliario urbano, que fue el que licitamos, 
y la empresa que ganó no tuvo que hacerlo, porque ya lo habíamos dejado hecho. Es como si -voy a 


hablar de mi oficio- alguien pidiera presupuesto para pintar una casa pero dejara la casa hecha. Si 
hubiera que construir el mobiliario urbano, las paradas, la cartelería, habría que incorporar nuevos 
materiales y nuevos costos. Entonces, lo que licitamos en estos dos años fue la venta de publicidad de 
un mobiliario que habíamos dejado con el convenio de patrocinio, y la infraestructura que quedó supera 
ampliamente los US$ 400.000, según las estimaciones de nuestros técnicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En segundo lugar, por lo que he entendido, el criterio del señor Intendente 
Municipal y de su equipo es cambiar el mecanismo del patrocinio por la licitación pública para llevar 
adelante obras como las que estaban antes “Bancadas” -vamos a decirlo así- por los contratos de 
patrocinio. Por eso se llamó a licitación y por eso se alcanza ahora el monto de US$ 400.000. 


SEÑOR GAMOU.- Agradezco la aclaración solicitada por el señor Presidente porque, francamente, 
estaba un poco confundido. Le pido al señor Intendente que tenga un poco de paciencia, porque hoy 
en la mañana escuchamos una larga exposición. Además, tenemos presentes estereotipos que 
aparecen en la prensa y acá lo que queremos es aclarar el tema. La verdad es que a mí, 
lamentablemente, me largan de Senador justo en un juicio político y creo que si hay algo menos 
objetivo que una Cámara de Senadores para juzgar políticamente a alguien, somos nosotros, los 
Senadores. 


La pregunta fue respondida. Por lo tanto, me queda claro que por primera vez en la historia 
del departamento entró dinero por una razón de publicidad. Este es el primer punto que fue aclarado 
por el señor Presidente. Segundo, no fueron US$ 90.000, porque hay un valor intangible que se dio por 
el tema del aeropuerto pero, además, se trata de una infraestructura que permite tener un valor llave 
que ahora se cotizó en US$ 400.000. Por lo tanto, podemos medir esa afirmación -no lo voy a hacer 
acá- por lo menos cuestionable, de que la Intendencia de Maldonado perdió tanta plata en el convenio 
de patrocinio. 


El otro punto que me interesa es una pregunta doble. En la sesión de la mañana se dijo que 
hubo una especie de falsificación ideológica por una supuesta reunión en la que había determinados 
Directores y que algunos no habían participado. Voy a realizar dos preguntas. En primer lugar, a los 
efectos del contrato que se hizo, ¿qué clase de obligación institucional se generaba en esta reunión a 
efectos de poder celebrar el convenio de patrocinio? En segundo término, me interesa saber algo que, 
particularmente, ocurre muchas veces en esta Casa. Cuando se dice que “no estuvo”, ¿qué quiere 
decir? ¿Que nunca estuvo? ¿O, como sucede en varias oportunidades, que se entra a la sesión y se 
sale por un momento, por ejemplo, a hablar por teléfono? De esta manera, a mí mañana me pueden 
acusar de falsificación porque entré a una Comisión, estuve cinco minutos y después me fui. Esta es la 
pregunta concreta, porque fue una de las cosas menos políticas que encontré de esta discusión y me 
preocuparía que se hubiera falsificado un documento. 


SEÑOR DE LOS SANTOS..- Voy a dar la palabra al Secretario General, que es a quien encomendé la 
búsqueda de acuerdos para establecer Direcciones Generales, incorporando en el convenio de 
patrocinio el área de transporte, el área de higiene y una serie de Direcciones Generales que nos 
permitiera, como contrapartida del mobiliario y de otras necesidades que tenía la ciudad, realizar una 
serie de reclamos que se acumularon. De todas maneras, muchos quedaron fuera porque no cabían 
dentro del convenio de patrocinio. Repito, voy a dar la palabra al Secretario General para que informe 
sobre esa reunión o sobre ese proceso de trabajo de articulación de una serie de informes que se 
solicitaron a los Directores Generales. El Secretario General definió conmigo  -soy quien tomo la 
decisión política- qué cosas integran el convenio de patrocinio. Asumo que hay una responsabilidad por 
aspectos en el marco de la negociación y que la decisión final la toma el Intendente. 


Voy a dejar las bases del convenio de patrocinio como un elemento para memorizar el 
registro de la contrapartida de mobiliario y del servicio que se prestó a través del convenio de patrocinio 
anterior de forma gráfica, pero figura textualmente en la firma del contrato. Pido disculpas porque tiene 
algunos borrones, ya que no veníamos con la idea de dejarlo, pero lo vamos a hacer porque creemos 
que es necesario para transparentar el conjunto de la documentación. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Antes de responder la pregunta voy a agregar información. 


A causa del tema Satenil S.A., se generó una Comisión Investigadora en la Junta 
Departamental de Maldonado. Todos los que participamos en el expediente, en primer lugar, estuvimos 
de acuerdo en su formación y, en segundo término, concurrimos. Recuerdo que en esa oportunidad 
participaron por el Partido Nacional los Ediles Magdalena Zumarán, Rodrigo Blas, Javier Sena y Martín 
Laventure. Si se solicitan las actas de esa Comisión Investigadora y la comparecencia del Secretario 
General, se podrá comprobar que eran los cuatro representantes del Partido Nacional. Recuerdo que la 
pregunta que hace el señor Senador es -calcada- la que hizo en esa oportunidad, si mal no recuerdo, 
la Edila Zumarán o el Edil Rodrígo Blas. En ese momento se preguntó cuántas paradas de ómnibus 
fueron destruidas por el temporal; no se tenía la cantidad exacta pero, obviamente, el mobiliario en 
general había quedado bastante destruido. Hubo que reparar y gastar muchísimo para estar prontos 
para la pretemporada, que en Maldonado se inicia el 12 de octubre, pero que ese año -2005- comenzó 
el 8 de octubre. O sea que tuvimos cuatro días menos para levantar ramas y escombros y dejar todo 
limpio, a nuevo, o por lo menos presentable, digno para la próxima temporada, porque en nuestro 
departamento la temporada no perdona. En esa oportunidad había tres caminos para este tema: se 
llamaba a licitación, continuaban las empresas que ya estaban -Hikone y El Hornero- o se hacía un 
convenio de patrocinio. Si leen las actas, se verá que los cuatro Ediles del Partido Nacional estuvieron 
de acuerdo en que esas eran las opciones posibles. Ahí fundamentamos por qué se eligió el convenio 
de patrocinio. En primer lugar, no se llamó a licitación porque el tiempo y la situación en la que 
estábamos inmersos en ese momento no permitían que se hiciera o, por lo menos, era de sentido 
común por la situación de emergencia que estábamos viviendo. Como sabemos, todo proceso 
licitatorio lleva tiempo para su redacción y estábamos en una situación muy particular. Si se leen las 
actas, se podrá comprobar que los Ediles del Partido Nacional allí presentes dicen, a texto expreso: 
“Estamos de acuerdo en que no hay tiempo para un llamado a licitación”. Figura en las actas que lo 
dice el Edil Martín Laventure, pero ninguno de los otros Ediles del Partido Nacional desmiente esa 
opinión o discrepa con ella. 


En segundo lugar, había particular interés en que las empresas Hikone y El Hornero 
continuaran. Querían hacerlo, obviamente, porque se trataba de un negocio que querían seguir, tal 
como lo venían haciendo. A esa altura había dos situaciones con respecto a estas empresas. En primer 
lugar, los técnicos de Planeamiento de la Intendencia Municipal de Maldonado habían constatado, al 
administrar, múltiples incumplimientos, falta de mantenimiento y notorio deterioro de las estructuras de 
las paradas de ómnibus. En segundo lugar, la empresa Hikone se había presentado y, frente a 
incumplimientos, quería compensar con la presentación de chalecos y conos marcadores de tránsito a 
un funcionario de la Dirección General de Tránsito que ni siquiera era el Director. A su vez, al ser 
aceptada la compensación de los incumplimientos por ese funcionario, pretendió tener derechos 
generados para continuar por toda la temporada 2005/2006, de modo de seguir teniendo el usufructo 
como una extensión del contrato. Las empresas saben que los contratos caducaron con el cambio de 
Gobierno; más aún cuando son asesoradas, en los juicios que llevan contra la Administración, por ex 
funcionarios de confianza de las Administraciones Municipales anteriores. Entonces, nadie puede 
desconocer que si no hay una resolución expresa del Intendente que indique que se va a prolongar el 
contrato de patrocinio por una temporada más hasta tanto se establezca otro mecanismo, lo que haya 
sucedido no tiene validez como derecho generado para poder continuar. Así lo expresamos y consta en 
las versiones taquigráficas de la Comisión que acabo de mencionar. El Intendente tiene derecho a decir 
que no a aquellas empresas que incumplieron el contrato anterior que, agrego, ni siquiera fue 
informado. Cuando volvimos a analizar las versiones taquigráficas de las reuniones en las que participa 
-tal como dijeron la Directora General de Jurídica, la doctora Salazar, y el doctor Bolani- quien ocupa 
un cargo de particular confianza, el doctor Guillermo lparraguerre -este jerarca fue Edil en la Junta 
Departamental durante el período pasado y dejó ese cargo electivo para ocupar uno de particular 
confianza- vimos que afirmaba en el expediente que se presentó la empresa Netcom; que estaban 
cansados de esas empresas -refiriéndose a Hikone y El Hornero- y que se les tuviera que llamar para 
firmar los contratos y hacer el depósito de fiel garantía y cumplimiento del contrato. Asimismo, dijo que 
con esas empresas no se podía trabajar y que, por lo tanto, se sugería que se contratara a Netcom 
para llevar a cabo lo que las otras empresas no querían cumplir. Entonces, en primer lugar, debemos 
señalar que a la empresa Netcom la conocía la Administración anterior; digo esto porque públicamente 
se preguntaba quién estaba detrás de esa empresa. El hecho de que el propio funcionario que 
ocupaba un cargo de confianza jurídico-notarial sugiriera la contratación de esa empresa demuestra, 
por un lado, que la conoce y merece su confianza y, por otro, que las otras empresas incumplieron lo 
que se había acordado. 


A esa altura de los hechos, una de las empresas estaba iniciando un juicio por reclamación 
de derechos para poder continuar proveyendo de conos y chalecos a la Dirección General de Tránsito. 


Frente a los argumentos expuestos y a esta situación, el Intendente decidió no continuar con el 
contrato con esas dos empresas. Entonces, quedaba un tercer camino, que era el de hacer un 
convenio de patrocinio con una empresa que, posteriormente, debido a las circunstancias que 
acabamos de describir y que fueron exhaustivamente explicadas, así como en virtud de lo que 
establecen la Constitución, las leyes y los decretos departamentales, con carácter de iniciativa privada, 
se presentó a un llamado a licitación. Quiero destacar, además, que el convenio de patrocinio no se 
realizó por cinco años, sino por tres. 


En cuanto a la pregunta que hace el señor Senador Gamou, debo decir que se trata de una 
interrogante que también plantearon los señores Ediles en la Comisión a que me he referido y cuya 
versión taquigráfica he mencionado. En el expediente de Satenil S.A. figura en una de las fojas que se 
hizo una reunión entre algunos Directores -no recuerdo bien quiénes eran, pero creo que se trataba del 
Director de Turismo, el de Higiene y Protección Ambiental, el de Tránsito y el de Planeamiento- y el 
Intendente Municipal en la Secretaría General. En una foja de ese expediente figura el nombre del 
Secretario General, Doctor Enrique Pérez Morad -es decir, quien habla- pero no la firma 
correspondiente. En ese expediente se dice también que el Edil Rodrigo Blas, al ver que no aparecía 
mi firma, me preguntó si yo corroboraba lo que se decía en esa foja, a lo que contesté categóricamente 
que sí y que podía considerarse que allí estaba mi firma, porque lo que se establecía en el expediente 
era copia fiel y transparente de todas las etapas de negociación que estábamos llevando adelante, por 
un lado, la empresa y, por otro, la Administración, a través de las diferentes Direcciones Generales, que 
aspiraban a obtener un mayor beneficio al que, sin embargo, debían renunciar para compatibilizar su 
posición con los intereses legítimos de la empresa con el objeto de lograr un contrato que fuera el 
mejor para la Comuna. Repito que, en virtud de ello, algunas empresas vieron postergadas sus 
aspiraciones en favor de otras. Eso le sucedió, por ejemplo, a la Dirección General de Higiene y 
Protección Ambiental, que tenía aspiraciones para la cobertura de determinados servicios. 


En resumen, hicimos varias reuniones en la Secretaría General, en el quinto piso, en el 
despacho del Intendente, a las que asistieron los distintos Directores Generales. Había momentos en 
que estábamos todos, a veces se iba uno y venía otro y en otras tantas estábamos mano a mano. El 
Intendente es el referente que tenía conocimiento de lo que se estaba realizando. Entonces, lo que se 
dice ahí ocurrió en la realidad. 


Finalmente, me pongo a disposición del organismo que sea para cotejar que lo que decimos 
se ajusta a la verdad. 


SEÑOR ABREU.- Voy a formular tres preguntas muy concretas porque, en realidad, el mecanismo de 
juicio político funciona sobre lo que indica la Constitución de la República, es decir, si hay o no lugar a 
la formación de causa. Los artículos 93 y 102 de la Constitución son los parámetros que existen, más 
allá de las interpretaciones que se manejan para que el Senado de la República pueda emitir un juicio, 
sin perjuicio de las características y de la naturaleza jurídica que se atribuye a lo que es el juicio político 
o el juicio público, tal como lo establece el artículo 102 de la Carta. 


Mi primera pregunta está relacionada con las observaciones del Tribunal de Cuentas. De 
acuerdo con el dictamen que tenemos aquí, ese organismo observó un convenio de patrocinio con el 
señor Ernesto Machado para la instalación y la explotación comercial -como ha sido mencionado por 
los comparecientes- hasta la finalización de la Semana de Turismo del año 2005, de dos paradores 
desmontables y dos quioscos en la Posta de José Ignacio. Es decir que fue una observación que se 
hizo en la Administración anterior. Como se sabe, las observaciones que formula el Tribunal de 
Cuentas son en función de la irregularidad o ilegalidad que traen, por ejemplo, repercusiones sobre 
ejecución de compras. Mi primera pregunta es la siguiente: sin perjuicio de los otros tantos convenios 
de patrocinio que no fueron remitidos al Tribunal de Cuentas, ¿la Intendencia Municipal de Maldonado 
estaba al tanto de la observación que le formulara a ese convenio y, a pesar de ello, realizó los 
procedimientos para que después también fuera observada por las mismas razones, tal como lo dice el 
Tribunal? 


La segunda interrogante es de carácter directo. El señor Intendente decía que iban a seguir 
adelante con lo de Satenil S.A., con o sin observaciones del Tribunal de Cuentas, y agregaba que 
tenían las puertas abiertas para que los controlaran, pero el Tribunal de Cuentas no iba a frenar los 
niveles de construcción de obras ni iba a hacerlo en el caso concreto de esa concesión. Quisiera saber 
si el señor Intendente ratifica estas palabras suyas publicadas por la prensa. 


La tercera pregunta está relacionada con manifestaciones del Director Luzardo, quien no 
está presente. Concretamente, ha hecho manifestaciones vinculadas a este tipo de reuniones e, 
inclusive, algunas consideraciones de carácter personal sobre ellas. Decía que la decisión se tomó por 
parte del señor Intendente, del señor Corletto y del señor Secretario de Comunicaciones. Luego se 
refirió a una reunión que se hizo en función de esto. Mi pregunta concreta es: ¿cuál es la versión 
cierta? ¿La de la Intendencia sobre la resolución que se tomó o la que invoca el señor Luzardo en ese 
caso? 


Estas son las tres interrogantes que quería formular. 


SEÑOR DE LOS SANTOS..- Antes de ceder la palabra a la Directora de la Oficina Jurídica, quiero decir 
lo siguiente. Pido disculpas por mi falta de formación universitaria, pero creo reconocer las 
competencias que tengo como Intendente cuando me planteo que cumplo con la ley y la Constitución. 
Creo que en la separación de Poderes que existe en la concepción republicana, no necesariamente la 
relación de estos significa que deba haber coincidencia o unanimidad, y en ese sentido hay 
mecanismos previstos para definir los conflictos que se generen. El Tribunal de Cuentas de la 
República no es un Poder, es un organismo fiscalizador de la aplicación de una serie de normas que 
aseguran la transparencia, en este caso, del manejo de los recursos municipales. 


Señor Presidente: voy a reiterar a esta honorable Comisión lo que ya explicó el señor 
Subdirector General de Jurídica: el Tribunal de Cuentas no tiene participación en este proceso porque 
no hay ingreso ni salida de recursos de la Intendencia Municipal. Se trata de un convenio de patrocinio 
que sólo tiene contrapartidas y creo que si se dio el caso que menciona el señor Senador, es incorrecta 
la observación del Tribunal de Cuentas porque manejo el mismo criterio. Insisto, puedo juzgar el 
contenido de los convenios pero no la forma, porque legalmente se cumplió con los procedimientos 
fijados. No comparto lo establecido por el Tribunal de Cuentas y mis asesores legales están de acuerdo 
en ello; por esto, no creo cometer un delito de lesa humanidad ni atacar a la Constitución de la 
República. Es más, cuando se plantea que la Justicia falló a favor de una de las empresas que tenía un 
contrato y se sintió dañada en su legítimo derecho -al que hacía mención el Subdirector General- 
como Administración tenemos el deber de atender su reclamo. No obstante, esa empresa consideraba 
que el mobiliario urbano era de su propiedad, lo que figura en el expediente, señor Presidente. Me 
refiero a un convenio de patrocinio resuelto y establecido por la anterior Administración, por el que esta 
empresa consideraba que los resguardos de las paradas de ómnibus eran de su propiedad. Cuando le 
informamos que íbamos a cambiarlos e implementar otra modalidad a través de un convenio, quería 
llevárselos porque consideraba que eran de su propiedad, por lo que hubo que convencerla de que no 
lo hiciera porque era un delito. Cuando el Juez actuante falló en primera instancia a favor de la 
empresa porque argumentaba que se le dañó, es necesario precisar que a pesar de que respetamos 
profundamente al Poder Judicial, no compartimos la decisión de la señora o del señor Magistrado 
porque consideramos lo que también ya se explicó acá: que el convenio de patrocinio firmado por el 
anterior Intendente venció el 7 de julio de 2005, cuando asumió este Gobierno, y estaba dentro de 
nuestras competencias renovarlo con la misma empresa o establecer un nuevo convenio con esas 
características. Así de sencillo fue lo que hicimos en el marco de nuestras potestades. 


Dicho esto, no sé si parte del equipo considera que es necesario agregar algo más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace otro agregado y no hay ningún señor Senador que quiera 
intervenir, puesto que las consultas han sido evacuadas, daríamos por concluida esta primera etapa de 
comparecencia del señor Intendente de Maldonado y sus asesores a la Comisión de Constitución y 
Legislación para estudiar el tema del planteo de juicio político interpuesto por 15 Ediles de la Junta 
Departamental de Maldonado. 


La Comisión de Constitución y Legislación se reunirá nuevamente el día 14 de abril a la hora 
14. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 58 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


